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EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA 
 

SENTENCIA TC/0338/22 
 

Referencia: Expediente núm. TC-05-
2022-0028, relativo al recurso de 
revisión constitucional de sentencia de 
amparo incoado por la Policía Nacional 
contra la Sentencia núm. 040-2021-
SSEN-00148, dictada por la Segunda 
Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional 
el doce (12) de agosto del año dos mil 
veintiuno (2021). 
 

En el municipio Santo Domingo Oeste, provincia Santo Domingo, República 
Dominicana, a los  veintiséis (26) días del mes de octubre del año dos mil 
veintidós (2022). 
 
El Tribunal Constitucional, regularmente constituido por los magistrados Lino 
Vásquez Sámuel, segundo sustituto, presidente en funciones; José Alejandro 
Ayuso, Alba Luisa Beard Marcos, Manuel Ulises Bonnelly Vega, Justo Pedro 
Castellanos Khoury, Domingo Gil, María del Carmen Santana de Cabrera, José 
Alejandro Vargas Guerrero y Eunisis Vásquez Acosta, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales y legales, específicamente las previstas en los 
artículos 185.4 de la Constitución, 9 y 94 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del 
Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, del trece (13) 
de junio del año dos mil once (2011), dicta la siguiente sentencia: 
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I. ANTECEDENTES 
 
1. Descripción de la sentencia recurrida en revisión constitucional de 
sentencia de amparo  
 
La Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, objeto del presente recurso de 
revisión, fue dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil 
veintiuno (2021), estableciéndose en su dispositivo lo siguiente:  
 

“PRIMERO: SE DECLARA buena y válida en cuanto a la forma la 
presente Acción Constitucional de Amparo presentada mediante 
instancia recibida en fecha dieciséis (16) de julio del año dos mil 
veintiuno (2021), interpuesta por el señor Armando Rivera Gómez, a 
través de su abogado constituido y apoderado especial, Licdo. Martín 
Encarnación Sánchez, en contra de los reclamados Organización 
Internacional De La Policía Criminal (Interpol) y Dirección General 
De Migración, en base a los artículos 72 y 74 de la Constitución de 
República Dominicana; 76 y 77 de la Ley núm. 137-11, de fecha 13 de 
junio de 2011, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los 
Procedimientos Constitucionales. 
 
SEGUNDO: En cuanto al fondo SE ACOGE la presente acción de 
amparo, y en consecuencia ORDENA a la Organización Internacional 
de la Policía Criminal (Interpol), levantar de manera inmediata la 
alerta migratoria que pesa sobre el reclamante, señor Armando Rivera 
Gómez, de fecha doce (12) del mes de julio del año dos mil diecinueve 
(2019), por los motivos expuestos en el cuerpo de la decisión. 
 
TERCERO: En cuanto a la solicitud de la parte co-reclamada, 
Dirección General De Migración, se acoge dicha petición, y en 
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consecuencia, SE ORDENA la exclusión de la Dirección General De 
Migración, sin oposición de la co-reclamada, Organización 
Internacional De La Policía Criminal (Interpol); toda vez que se 
demostró que la imposición de la alerta migratoria no fue interpuesta 
por la entidad mencionada y que por tanto no trastocó del derecho 
fundamental reclamado y no le atañe el objeto de la presente acción de 
amparo. 
 
CUARTO: SE ACOGE parcialmente la solicitud de astreinte incoada por 
la parte reclamante, en el entendido de que sea condena a la parte co-
reclamada, Organización Internacional De La Policía Criminal 
(Interpol), al pago de mil pesos con 00/100 (RD$1,000.00), por cada día 
de retardo en el cumplimiento de la decisión; haciendo acopio de lo 
establecido por el Tribunal Constitucional en su sentencia TC/0438/17. 
 
QUINTO: SE DECLARA que el proceso Acción Constitucional de 
Amparo esté libre de costas, por mandato expreso del artículo 66, de la 
Ley núm. 137-2011, de fecha trece (13) de junio del año dos mil once 
(2011), Orgánica del Tribunal Constitucional y de los Procesos 
Constitucionales. 
 
SEXTO: SE FIJA la lectura íntegra de esta decisión para el día veintiséis 
(26) del mes de agosto del año dos mil veintiuno (2021), a las doce horas 
meridiano (12:00 M), valiendo convocatoria y notificación la lectura 
para las partes presentes y representadas. 
 
SÉPTIMO: SE ORDENA la notificación de la presente decisión, vía 
secretaría del tribunal, a las partes del proceso constitucional.” 

 
Mediante acto del cuatro (4) de enero del año dos mil veintidós (2022), 
instrumentado por el ministerial Santo Senon Disla, alguacil de estrados de la 
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Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, la Secretaría de dicho tribunal le notificó la referida sentencia a la parte 
recurrente Policía Nacional. 
 
2. Presentación del recurso en revisión constitucional de sentencia de 
amparo  
 
La Dirección de la Policía Nacional (Interpol-dominicana) interpuso el presente 
recurso de revisión constitucional de amparo el siete (7) de septiembre del año 
dos mil veintiuno (2021), y fue recibido en este tribunal el veinticinco (25) de 
enero del año dos mil veintidós (2022), a fin de que se revoque la decisión 
recurrida.  
 
El indicado recurso fue notificado al señor Armando Rivera Gómez, mediante el 
acto del veintinueve (29) de noviembre del año dos mil veintiuno (2021), 
instrumentado por el ministerial Eugenio Disla, alguacil ordinario de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación de Santo Domingo.  
  
3. Fundamentos de la sentencia recurrida en revisión constitucional de 
sentencia de amparo  
 
La Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, mediante la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, acogió la acción 
constitucional de amparo incoada por Armando Rivera Gómez, y entre otras 
cosas, ordenó a la Organización Internacional de la Policía Criminal (Interpol), 
República Dominicana, levantar de manera inmediata la alerta migratoria que 
pesa sobre dicho reclamante, fundamentada en los motivos siguientes: 
 

De lo anterior se desprende que al efecto figura una alerta migratoria 
desde el 12 de julio del año 2019 a nombre del accionante Armando 
Rivera Gómez, en este caso impuesta por la Organización Internacional 
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De La Policía Criminal (Interpol), sin que se haya podido contactar 
dentro de la glosa procesal que exista algún proceso abierto en su 
contra o que este siendo investigado por algún hecho que haya dado al 
traste para la interposición de la referida alerta migratoria; 

 
Que todo lo anterior se corrobora mediante certificación de fecha once 
(11) del mes de agosto del año dos mil veintiuno (2021), emitida por la 
Dirección General de la Policía Nacional, Dirección Central de 
Investigación 0.1.P.C OCN-INTERPOL, de Santo Domingo, en donde 
se hace constar que el señor Armando Rivera Gómez, nacido el Primero 
(1ero.) del mes de marzo del año mil novecientos setenta y ocho (1978), 
de cédula núm. 001-1260378-2, de nacionalidad Dominicana, "no 
figura registrado" al día de la fecha en los archivos criminológicos de 
la base de datos del sistema 1-24/7, de la Organización Internacional 
De La Policía Criminal (OIPC-INTERPOL), "pero posee Control 
Migratorio", de fecha doce (12) del mes de julio del año dos mil 
diecinueve (2019), a requerimiento del comandante del Departamento 
de Investigación Crímenes y Delitos Contra la Propiedad, P.N., por lo 
que expedimos la presente certificación; lo que significa que 
ciertamente existe una alarma migratoria en contra del hoy accionante; 

 
Que así las cosas, la parte co-reclamada Organización Internacional 
De La Policía Criminal (Interpol) no ha presentado justificación alguna 
de por qué mantiene una alerta migratoria contra de una persona, no 
presentando no obstante haber tenido la oportunidad para ello 
constancia alguna que avale, justifique y acredite la necesidad de que 
figure una alerta migratoria a cargo del accionante Armando Rivera 
Gómez, máxime cuando este tribunal en su labor como juez de amparo 
ha verificado en el sistema de expedientes de la Secretaría General de 
la Jurisdicción Penal del municipio de Santo Domingo Este, provincia 
de Santo Domingo, no existe caso con el nombre exacto de Armando 
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Rivera Gómez, razones por las que al no existir justificación a la fecha 
por parte de los reclamados para mantener una alerta migratoria desde 
el día 12 de julio del año 2019, dicho registro evidentemente que 
vulnera los derechos esenciales del accionante entre estos la libertad 
de tránsito protegida por el artículo 46 de la Constitución Dominicana, 
pues evidentemente que todo ciudadano dominicano residente en el 
extranjero desea ingresar y salir de su país sin obstáculos alguno que 
le impidan ese libre tránsito cuando no existan razones legales algunas 
para la existencia de una alerta migratoria que es de corte 
internacional, motivos por los que procede acoger la acción de amparo 
presentada por el accionante y ordenar a la Organización Internacional 
De La Policía Criminal (Interpol), levantar la alerta migratoria de 
fecha 12 de julio del año 2019 que pesa en la Dirección General de 
Migración a cargo de Armando Rivera Gómez; rechazando el 
pedimento en cuanto a la exclusión de este proceso por haberse 
evidenciado de acuerdo a las documentaciones aportadas que 
mantienen en su registro dicha alarma migratoria a nombre del 
reclamante;” (sic) 

  
4. Hechos y argumentos jurídicos de la parte recurrente en revisión 
constitucional de sentencia de amparo  
 
La parte recurrente pretende, mediante el presente recurso de revisión, que sea 
anulada la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148. Para justificar su pretensión, 
alega lo siguiente:  

 
Que el artículo 72 parte in fine y 165, de la Constitución y los artículos 
7,6, 66, 74, y 75 ley 137-1 1 Ley Orgánica de los procedimientos 
constitucionales, establecen la incompetencia de dicho tribunal. 

 
Que el Pronunciamiento Del Tribunal Constitucional establecido 
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mediante Sentencia TC/0079/14, de fecha 01/05/2014, Que, asimismo. 
Este tribunal en su Sentencia TC/0120/17 de fecha 20/01/2021, ratificó 
el criterio adoptado en la Sentencia TC/0079/14, tal como sigue: d) En 
cualquier esfera jurisdiccional constituye un imperativo para todo juez 
o tribunal examinar y establecer su propia competencia antes de 
abocarse a conocer el fondo de un determinado asunto. En ese esfuerzo 
tiene que ser objeto de especial ponderación la competencia de 
atribuciones, toda vez que este tipo competencial atiende a una 
naturaleza de orden público e incide de manera importante en la 
seguridad jurídica; por tanto, esta es improrrogable, no puede ser 
objeto de modificación y, además, es inderogable. Ambos precedentes 
fueron ratificados por este tribunal en sus sentencias TC/0152/17, del 
dieciocho (18) de octubre de dos mil diecisiete (2017) y TC/0454/18, 
del diez (10) de diciembre de dos mil dieciocho (2018). 

 
Consecuentemente, luego de comprobada la incompetencia de la 
Cuarta Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, este tribunal constitucional procede a acoger el 
recurso, revocar la sentencia y enviar el expediente a la jurisdicción 
contenciosa administrativa, de conformidad con lo provisto en los 
artículos 165 de la Constitución y 74, 75 de la Ley 137-11, Orgánica 
del Tribunal Constitucional y de los procedimientos Constitucionales, 
a los fines de que sea instruido por un tribunal competente.” 

 
De conformidad con dichas consideraciones, el recurrente solicita a este 
tribunal lo que, a continuación, transcribimos: 

 
Primero: Que el Recurso de revisión interpuesto Por la Accionada 
Policía Nacional por mediación de su abogado constituido y 
apoderado especial el Licdo. Carlos Sarita Rodríguez, sea acogida en 
todas sus partes. 
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Segundo: que en consecuencia tenga a bien anular o revocar la 
sentencia marcada con el No. 040-2021-ssen-00148, dictada por la 
Segunda Sala De la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional por razones legales antes citadas y muy por las 
violaciones que tiene la referida decisión. 
 
Tercero: Declarar la Incompetencia de la Segunda Sala de Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en Virtud 
de lo Dispuesto en los Articulo 165 de la Constitución y los artículos 74 
y 75 de la ley 137-11. 
 
Que se declare libre de costas por tratarse una acción de habeas data. 

 
5. Hechos y argumentos jurídicos del recurrido en revisión constitucional 
de sentencia de amparo  
 
La parte recurrida en revisión, Armando Rivera Gómez, pretende que se 
declare inadmisible el presente recurso de revisión por falta de calidad y falta 
de interés del recurrente; de manera subsidiaria, que se rechace en cuanto al 
fondo y se confirme la sentencia recurrida. Para justificar estas pretensiones, 
alega lo siguiente:  

 
…el Recurso de Revisión Constitucional interpuesto por la Policía 
Nacional contra la sentencia de marras es a todas luces y por simple 
axioma jurídico Inadmisible, y esto es así por las razones siguientes: 
a) falta de la accionante, basta con observar el escrito Constitucional 
de Amparo interpuesto por el ciudadano Armando Gómez para darse 
cuenta que la Policía Nacional carece de calidad para interponer 
recurso alguno contra la sentencia atacada en Revisión Constitucional 
y esto así por la sencilla razón de que la Policía Nacional no fue parte 
en la demanda original, esta nunca fue puesta en causa en la acción 
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primaria, las partes envueltas en dicha acción principal fueron, la 
Dirección General de Migración y la Organización Internacional de 
la policía Criminal ( INTERPOL), lo que evidencia por simple lógica 
que solamente estos estarían en capacidad legal para interponer 
Recurso contra la sentencia indicada, lo que deviene en que estando el 
Recurso en Revisión interpuesto por una persona que no fue parte en 
la demanda original, pues simplemente esa persona esta descalificada 
para tal recurso por efecto de no tener calidad y en consecuencia 
carece interés para interponer dicha revisión. Además de que la 
sentencia atacada en nada menciona a la Policía Nacional, existiendo 
claramente una correlación inequívoca entre lo solicitado en la acción 
principal y lo juzgado.  

 
El objeto del recurso de revisión no está fundamentado en la existencia 
de la violación al derecho de libre tránsito, sino en la formula habeas 
data, es obvio que la accionante ha errado en cuanto a la 
fundamentación de su Recurso de Revisión, ya que lo fundamenta en la 
falsa información de que el accionante principal interpuso una acción 
de Habeas Datas, siendo esto totalmente falso, ya que la acción 
constitucional de Amparo fue interpuesto por violación al Derecho 
Fundamental de Libre tránsito, por lo que por simple razonamiento la 
accionante en el presente Recurso de Revisión no se está refiriendo al 
caso concreto juzgado en primer grado, sino a otro, lo que pone de 
relieve que no puede bajo ninguna condición surtir efectos jurídicos el 
Presente Recurso de Revisión, ya que está muy divorciado de lo que es 
la acción Constitucional principal.  

 
Por carecer el recurso de revisión constitucional de los requisitos 
esenciales para su admisibilidad. Honorables, el presente Recurso de 
Revisión carece de las razones o requisitos exigidos en la normativa 
Constitucional contenida en el artículo 100 de la ley 137-11 ley 
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orgánica del Tribunal Constitucional y de los procedimientos 
Constitucionales, a saber: 1) carece dicho recurso de especial 
Trascendencia o relevancia constitucional de la Cuestión planteada. 
Esto es así, Honorables, toda vez que el tribunal a quo a través de la 
sentencia atacada por el presente Recurso de Revisión decidió sobre 
una verdadera violación a un derecho Fundamental contenido y 
consagrado en la Constitución política del Estado, nos referimos al 
derecho de libre tránsito, toda vez que la Interpol sin existir ninguna 
disposición jurisdiccional que impidiera al señor Armando Rivera 
Gómez el libre tránsito, como es salir y entrar de su país, procedió a 
imponer una alerta migratoria, resultando dicha acción no solamente 
en arbitraria, sino en ilegal. El presente Recurso de Revisión 
constitucional al tratar de que este Tribunal Revoque la sentencia en 
cuestión, carece de especial transcendencia e irrelevancia en los 
motivos planteado, ya que pretende que este Honorable tribunal avale 
y de por correcta una manifestación jurídica arbitraria e ilegal 
manifestada y concretizada por la Interpol., Eso sería como tratar que 
una obligación basada en una causa ilícita surta efectos jurídicos 
viables. 

 
Es evidentemente las conclusiones vertidas en el escrito de Revisión 
Constitucional que nos ocupa son arbitrarias, y esto se verifica en los 
supuesto que real y efectivamente la parte que interpone el Recurso de 
Revisión lo fundamentó única exclusivamente en la supuesta 
incompetencia del tribunal a quo. La parte accionante en Revisión 
confunde grandemente lo que son actos de la administración pública 
con los ciudadanos y la interposición de la alerta Migratoria que 
motivo la sentencia de marras interpuesta por la Interpol, la que no 
forma parte de la administración pública del Estado, no está contenida 
dentro de los órganos que según el Derecho Administrativo forma 
parte integral de dicha administración Estatal, lo que evidencia 
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meridianamente que no entra en el ámbito de la competencia de 
atribución contenida en el artículo 165 de la Constitución como 
erróneamente alega la parte reclamante en Revisión. Los actos de 
carácter administrativos a los que se refiere el artículo 165 de la 
Constitución tienen otra naturaleza y otras características, se refiere a 
actos que afecten directamente al conjunto de la población, en el caso 
de la especie la Interpol con la interposición de la referida alerta 
migratoria violo la constitución en su artículo 46 afectando 
directamente a un ciudadano, por lo que el tribunal a quo es 
competente para conocer de la acción constitucional de amparo que 
nos ocupa. No puede lógicamente la parte accionante en Revisión 
solicitar a este honorable Tribunal que la sentencia acatada en 
Revisión sea Revocada y luego solicitar que el tribunal a quo sea 
declarado incompetente, ya que es un contrasentido por la razón de 
que si se declarase la incompetencia en razón de atribución del 
tribunal a quo, pues lo que procede según la normativa procesal es 
enviar el asunto por ante la Jurisdicción que se estime sea competente 
sin tener el tribunal que decidir sobre el fondo del asunto.” 

 
Conclusiones: 
DE MANERA PRINCIPAL: 
 
PRIMERO: ACOGER en cuanto a la forma el presente Recurso de 
Revisión Constitucional interpuesto por la POLICIA NACIONAL 
contra la sentencia No. 00148 de fecha 12 de agosto del año 2021 
dictada por la Segunda Sala de la Cámara penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional. 
 
SEGUNDO: EN CUANTO al fondo Declarar Inadmisible con todas 
sus consecuencias jurídicas el Recurso de Revisión de que se trata por 
las razones indicadas, por carecer la accionante de calidad y falta de 
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interés o por cualquier razón que a juicio de este Magno Tribunal 
proceda. 
 
DE MANERA SUBSIDIARIA  
 
PRIMERO: RECHAZAR el presente Recurso de Revisión 
Constitucional presentado por la POLICIA NACIONAL contra la 
sentencia No. 00148 de fecha 12 de Agosto del año 2021 dictada por 
la Segunda Sala de la Cámara penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional por carecer de objeto, toda vez que ya se levantó 
la alerta migratoria que pesaba contra el ciudadano Armando Rivera 
Gómez, o por resultar dicha acción en Revisión mal fundada, 
improcedente y carente de base legal y en consecuencia CONFIRMAR 
la sentencia No. 00148 de fecha 12 de Agosto del año 2021 dictada por 
la Segunda Sala de la Cámara penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional. Y haréis una sana, correcta y buena 
administración de Justicia. En el Distrito nacional, a los cuatro (04) 
días del mes de diciembre del año 2021. 

 
6. Pruebas documentales  
 
Las pruebas documentales que obran en el expediente del presente recurso en 
revisión, entre otras, son las siguientes:  
 
1. Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) 
de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

 
2. Acto del cuatro (4) de enero del año dos mil veintidós (2022), instrumentado 
por el ministerial Santo Senon Disla, alguacil de estrados de la Segunda Sala de 
la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. 
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3.  Recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo, del siete (7) 
de septiembre del año dos mil veintiuno (2021).  

 
4. Acto del veintinueve (29) de noviembre del año dos mil veintiuno (2021), 
instrumentado por el ministerial Eugenio Disla, alguacil ordinario de la Cámara 
Penal de la Corte de Apelación de Santo Domingo.  
 

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 
7. Síntesis del conflicto 
 
Conforme a los documentos que figuran en el expediente, los hechos y 
argumentos invocados por las partes, el conflicto tiene su origen a partir de la 
acción de amparo interpuesta por el señor Armando Rivera Gómez contra la 
Organización Internacional de la Policía Criminal (Interpol) y la Dirección 
General de Migración, ante la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, con la finalidad de que se ordenara a 
dichas instituciones levantar de manera inmediata la alerta migratoria emitida 
el doce (12) de julio del año dos mil diecinueve (2019), que pesa sobre el 
reclamante y que le impide salir del territorio de la Republica.  
 
Posteriormente, el indicado tribunal, mediante Sentencia núm. 040-2021-SSEN-
00148, del doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021), acogió la referida 
acción de amparo, y entre otras cosas ordenó a la Organización Internacional de 
la Policía Criminal (Interpol), levantar de manera inmediata la alerta migratoria 
que pesa sobre el reclamante, imponiéndole además el pago de un astreinte de mil 
pesos dominicanos con 00/100 ($1,000.00) diarios, en virtud de que conforme 
certificación del once (11) de agosto del dos mil veintiuno (2021), el señor 
Armando Rivera Gómez no figura registrado en los archivos criminológicos de la 
base de datos del sistema 1-24/7, de la Organización Internacional de la Policía 
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Criminal (OIPC-INTERPOL), pero posee control migratorio, del doce (12) de 
julio del año dos mil diecinueve (2019), lo que significa que ciertamente existe 
una alarma migratoria en contra de dicho accionante, sin estar justificada. 
 
Posteriormente, la Policía Nacional interpuso el presente recurso de revisión 
constitucional de sentencia de amparo contra sentencia antes descrita con la 
finalidad de que sea anulada. 
 
8. Competencia  
 
El Tribunal Constitucional es competente para conocer del presente recurso de 
revisión, en virtud de lo que establecen los artículos 185.4, de la Constitución y 9 
y 94 de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los 
Procedimientos Constitucionales, del trece (13) de junio de dos mil once (2011). 
 
9. Admisibilidad del recurso de revisión constitucional de sentencia de 
amparo  
 
a. Como cuestión previa al análisis de admisibilidad oficiosa que efectúa esta 
sede constitucional del recurso de revisión constitucional de sentencia de 
amparo, es procedente examinar el medio de inadmisión planteado por el 
recurrido Armando Rivera Gómez. 

 
b. En relación a lo anterior, el recurrido, Armando Rivera Gómez, pretende 
que se declare inadmisible el presente recurso de revisión por carecer el 
recurrente de calidad y de interés, alegando básicamente que la Policía Nacional 
no fue parte en el proceso inicial, sino que lo fueron única y exclusivamente la 
Dirección de Migración y la Organización Internacional de la Policía Criminal 
(Interpol). Este amparo culminó con la sentencia recurrida, que las partes 
envueltas en la acción principal fueron la Dirección General de Migración y la 
Organización Internacional de la Policía Criminal (INTERPOL), y que 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 15 de 70 

 

solamente estos estarían en capacidad legal para interponer el recurso de esta 
naturaleza. 

 
c. Uno de los conceptos desarrollados sobre la figura jurídica de la calidad 
refiere a que la calidad para actuar en justicia es el poder de accionar que no ha 
sido reservado por la ley a ciertas personas, sino que pertenece a todo el que 
tenga interés en ello, es decir, a todos cuantos puedan justificar 
un interés directo y personal. La calidad se confunde, por tanto, con el interés, 
pues por el contrario, cuando la ley le atribuye el monopolio de la acción a 
algunos, solamente las personas que ella designe tienen la calidad 
para accionar.1 

 
d. En tal sentido, este tribunal constitucional verifica que ciertamente, quien 
fue puesta en causa en el proceso fue la Organización Internacional de la Policía 
Criminal (Interpol); sin embargo, en todo momento quien actuó en justicia ante 
el Tribunal a-quo fue la Policía Nacional y ello así, porque en la certificación 
que reposa en el expediente, del once (11) de agosto del año dos mil veintiuno 
(2021), se comprueba que quienes conforman la Interpol República Dominicana 
son miembros de la Policía Nacional, pues la misma está firmada por el Lic. 
Héctor Díaz Acosta, coronel de la Policía Nacional en calidad de comandante 
de la OCN-INTERPOL, P.N., mediante la cual se certifica que el señor 
Armando Rivera Gómez, dominicano portador de la cédula de identidad núm. 
001-1260378-2, posee control migratorio del doce (12) de julio del año dos mil 
diecinueve (2019), a requerimiento del comandante del Departamento de 
Investigación de Crímenes y Delitos contra la Propiedad de la Policía Nacional. 

 
e. De igual forma, en la misma certificación se evidencia que la alerta 
migratoria que se procuró levantar también fue colocada a requerimiento del 
Departamento de Investigación de Crímenes y Delitos contra la Propiedad de la 

 
1 http://www.enciclopedia-juridica.com/d/calidad-para-accionar/calidad-para-accionar.htm 
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Policía Nacional. Es decir que tanto el encargado de la Interpol, Héctor Díaz 
Acosta, coronel de la Policía Nacional, como el solicitante de la imposición de 
la alerta migratoria, son miembros del órgano Policía de la República 
Dominicana y, de hecho, en todo momento y ante el tribunal del primer grado, 
fue la Policía Nacional quien representó a la INTERPOL que a su vez está 
dirigida y representada por un miembro de la misma policía dominicana, como 
ha sido indicado.  
 
f. Pero, además, esta sede constitucional ha constatado que, conforme el 
organigrama de la Policía Nacional,2 la OCN Interpol funciona como una 
dependencia de ese órgano, bajo la supervisión directa del DICRIM,3 hecho que 
se confirma en la lectura de la certificación descrita con anterioridad, que indica 
que el coronel de la Policía Nacional Héctor Díaz Acosta funge también como 
comandante de la OCN-INTERPOL, P.N. 

 
g. Esto así, en virtud de que República Dominicana, así como otros países, 
cuenta con su propia OCN4, que es una oficina colaborativa de la INTERPOL, 
la cual, en el país, trabaja bajo la supervisión de la Policía Nacional, hecho que 
se constata inclusive de la revisión de la página web de la Interpol 
internacional5, que indica que la INTERPOL Internacional posee personalidad 
jurídica propia e independiente a la de los países miembros, que conforme su 
normativa interna, organizan su oficina local. 

 
h. La OCN-Interpol Santo Domingo, a los efectos, opera como dependencia 
en este país – sin personalidad jurídica –, siendo su función compartir datos 
policiales sobre el crimen organizado regional, particularmente en lo que se 
refiere a personas buscadas, documentos de identidad robados, tendencias en el 

 
2https://www.policianacional.gob.do/direcciones/áreasmisionales/investigacion/interpol/ 
3 Conforme el Párrafo II del artículo 38 de la Ley núm. 590-16, la Dirección Central de Investigación dependerá jerárquica 
y administrativamente de la Dirección General de la Policía Nacional. 
4 Oficinas Centrales Nacionales de la Interpol 
5 https://www.interpol.int/es/Quienes-somos/Paises-miembros/Las-Americas/REP.-DOMINICANA 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 17 de 70 

 

crimen organizado y miembros de grupos criminales. Los cuarenta (40) 
efectivos que laboran en la OCN son designados y están bajo la Jefatura de 
Policía Nacional. 

 
i. De manera que la referida oficina no posee personalidad jurídica y, por 
ende, carece de capacidad para actuar en justicia, y en sentido contrario, para 
ser demandado en justicia, sino es por vía del órgano al cual pertenecen, que en 
este caso es la Policía Nacional. 

 
j. En virtud de lo antes expuesto, la relación OCN Interpol y Policía Nacional 
configura lo que en derecho administrativo se denomina como teoría del órgano 
y la responsabilidad pública, lo cual tiene por objeto atribuir a un ente público 
los actos de sus agentes, es decir que tiene como función la imputabilidad de las 
decisiones de los órganos a la persona jurídica a la cual pertenecen.6 Esta 
concepción jurídica del órgano permite también explicar la responsabilidad 
delictual de las personas corporativas en general y del Estado en particular. Si 
se ve en los agentes de una corporación o del Estado a órganos de la persona 
colectiva, el acto voluntario de esos órganos es acto voluntario de la persona 
jurídica, lo que aparece exteriormente como culpa de los agentes es realmente 
culpa de la corporación o del Estado.7 

 
k. Lo anterior, queda robustecido con lo externado por este plenario en la 
Sentencia TC/0114/19, referente a la personalidad jurídica de la Policía 
Nacional y su responsabilidad sobre sus dependencias. En tal sentido la indicada 
decisión precisó lo siguiente: 

 
En ese orden, este colegiado tiene a bien indicar que, si bien es cierto 
que el Ministerio de Interior y Policía es un órgano superior en 

 
6 https://derechoecuador.com/teoria-del-organo/ 
7 L’État, les gouvernants et les agents, Fontemoing, París, 1903 (reedición Dalloz, París, 2005), recuperado de: 
https://www.scielo.cl 
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jerarquía a la Policía Nacional, no menos cierto es el hecho de que esta 
última es una institución con personalidad jurídica propia, potestad que 
le es otorgada, tanto por la Constitución dominicana en su artículo 255, 
así como por su Ley núm. 590-16, promulgada el dieciséis (16) de julio 
de dos mil dieciséis (2016), y como tal, tiene la obligación de velar por 
el buen funcionamiento de todas sus dependencias, así como la 
responsabilidad de dar respuesta a toda situación que derive de ese 
órgano y dichas dependencias.”8 

 
l. Incluso, los abogados, Licdos. Yndira Tejeda y Carlos Sarita que 
representaron a la Interpol ante el juez de primer grado, son los mismos que 
representan a la Policía Nacional en el presente recurso de revisión, pero, 
además, dichos abogados son empleados de la antedicha institución, pues su 
domicilio está ubicado en una de sus oficinas9, es decir que forman parte de su 
departamento legal, lo cual deriva en la calidad procesal que posee esta 
institución para accionar en este proceso. Aunado a que, éstos son policías 
activos, que no pueden ejercer el derecho, salvo en la defensa de la misma 
institución. 

 
m. En tal sentido, la calidad procesal ha sido definida por este tribunal 
constitucional, en el ámbito de los recursos de revisión, como la capacidad 
procesal que le da el derecho procesal constitucional a una persona conforme 
establezca la Constitución o la ley, para actuar en procedimientos 
jurisdiccionales como accionantes. (Sentencia TC/0406/14). 

 
n. En ese mismo orden, el caso de la legitimación ad processum, la misma se 
refiere a la potestad de iniciar un procedimiento (jurisdiccional o 
administrativo) determinado o, para el caso que nos ocupa 

 

 
8 Subrayado nuestro 
9 Dirección que indica el recurso de revisión: “c/ Leopoldo Navarro esquina c/ Francia, Gazcue, P.N., Santo Domingo.” 
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 la capacidad de activar, o poner en marcha, un proceso constitucional. 
Sin embargo, quien tiene calidad posee legitimación ad causam, y al 
poseer legitimación ad causam, se le reconoce también legitimación ad 
processum siempre que la norma procesal establezca los mecanismos 
jurisdiccionales para la protección del derecho subjetivo.10 
 

o. Pero además, en aplicación del principio de la verdad aparente y verdad 
real11, ha quedado claro, que la realidad en este proceso, es que a pesar de que 
en la instancia introducida del amparo figura la Interpol como entidad 
demandada, el principio de verdad real en base a la parte fáctica que rodea el 
presente caso, ha quedado comprobado pues: 1) la INTERPOL República 
Dominicana está compuesta única y exclusivamente por miembros de la Policía 
Nacional; 2) que quien dispuso la tramitación de la alerta migratoria fue el 
comandante del DICRIM; 3) que la Interpol Dominicana está bajo la custodia 
de la Dirección de la Policía Nacional, por ser sus miembros operativos todos 
miembros de esa institución.  

 
p. En consonancia con lo antepuesto, procede rechazar el medio de 
inadmisión planteado por el recurrido Armando Rivera Gómez, sin necesidad 
de hacerlo constar en el dispositivo de esta decisión. 

 
10 Torres Muro, Ignacio. La legitimación en los procesos constitucionales. Editorial Reus, Madrid, 2007. 
11 “Se presenta como una correspondencia entre lo ocurrido en el mundo y la reconstrucción que de ello hace el juez en la 
sentencia a partir de las diferentes versiones alegadas por los sujetos procesales, teniendo en cuenta las normas que regulan 
lo atinente a la aportación, práctica y valoración probatoria.” Carlos Leonel Buitrago Chávez Verdad-Verdadera y Verdad-
Procesal recuperado del link: https://www.consejodeestado.gov.co/documentos/biblioteca/revistas/edi01/doc/art3.pdf 
A propósito de la verdad real, la Corte Constitucional de Colombia mediante Sentencia C-1287 del 2001 indicó que: …por 
ende, al analizar la verdad con esta categoría y vinculada con el derecho al debido proceso, resultaría un resorte 
transcendental para la necesidad de visualizar la verdad como un mandato de optimización y por ende catapultarlo 
constitucionalmente como principio y derecho, como sucede justamente con la igualdad...” 
El principio de verdad real se puede resumir como la existencia de un mandato hacia la autoridad juzgante y al legislador 
de realizar todos los medios necesarios a efecto es lograr que en cada procedimiento se logre obtener la veracidad sobre los 
distintos hechos señalados durante el debate; y en específico que la verdad obtenida de la resolución –en este caso el acto 
administrativo emitido- corresponda con la verdad El principio de la verdad real en el derecho administrativo. Recuperado 
de Informe de Investigación del Convenio Colegio de Abogados de Costa Rica. Recuperado del link: 
http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/condicion.htm 
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q. Decidido lo anterior, esta sede constitucional procede a examinar si el 
presente recurso de revisión resulta admisible en cuanto a la forma conforme 
los requisitos exigidos por la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal 
Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales. 

 
r. En atención a las disposiciones del artículo 94 de la Ley núm. 137-11, 
todas las sentencias emitidas por el juez de amparo sólo son susceptibles de ser 
recurridas en revisión y en tercería. 

 
s. En cuanto a lo previsto en el artículo 95 de la Ley núm. 137-11, el recurso 
de revisión se interpondrá mediante escrito motivado a ser depositado en la 
secretaría del juez o tribunal que rindió la sentencia, en un plazo de cinco días 
contados a partir de la fecha de su notificación. Dicho plazo, conforme al 
criterio establecido por este tribunal en su Sentencia TC/0080/1212, es franco y 
solo serán computables los días hábiles, por lo que no se le computarán el 
primero ni último día de la notificación de la sentencia, ni tampoco los días no 
laborables.  

 
t. En el presente caso, el Tribunal Constitucional ha comprobado que la parte 
recurrente interpuso el presente recurso de revisión el siete (7) de septiembre 
del año dos mil veintiuno (2021); sin embargo, consta que le fue notificada la 
sentencia recurrida el cuatro (4) de enero del año dos mil veintidós (2022), 
conforme acto del protocolo del ministerial Santo Senon Disla, alguacil de 
estrados de la Segunda Sala de la Cámara penal del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Nacional, es decir, posterior a la fecha de la interposición del recurso, 
de lo que se deduce que dicha recurrente había tomado conocimiento, 
previamente, por otra vía de la decisión atacada, por lo cual, al no existir fecha 
cierta de este acontecimiento, se presumirá que el presente recurso de revisión 

 
12 Del quince (15) de diciembre de dos mil doce (2012). 
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fue interpuesto de manera oportuna, en aplicación del principio de favorabilidad 
establecido en el numeral 5 del artículo 7 de la Ley núm. 137-11.13 

 
u. Por otro lado, respecto a la admisibilidad del recurso de revisión, el artículo 
100 de la Ley núm. 137-11 establece que la misma está sujeta a la especial 
trascendencia o relevancia constitucional de la cuestión planteada, la cual se 
apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación, aplicación y 
general eficacia de la Constitución, o para la determinación del contenido, 
alcance y la concreta protección de los derechos fundamentales. La especial 
trascendencia o relevancia constitucional es una noción abierta e indeterminada 
que debe ser apreciada concretamente en el caso planteado.  

 
v. El Tribunal así lo estableció al referirse a este aspecto en su Sentencia 
TC/0007/12, del veintidós (22) de marzo de dos mil doce (2012), en este sentido 
el tribunal señaló casos –no limitativos- en los cuales se configura la relevancia 
constitucional:  

 
1) que contemplen conflictos sobre derechos fundamentales respecto a 
los cuales el Tribunal Constitucional no haya establecido criterios que 
permitan su esclarecimiento; 2) que propicien, por cambios sociales o 
normativos que incidan en el contenido de un derecho fundamental, 
modificaciones de principios anteriormente determinados; 3) que 
permitan al Tribunal Constitucional reorientar o redefinir 
interpretaciones jurisprudenciales de la ley u otras normas legales que 
vulneren derechos fundamentales; 4) que introduzcan respecto a estos 
últimos un problema jurídico de trascendencia social, política o 
económica cuya solución favorezca en el mantenimiento de la 
supremacía constitucional. 

 

 
13La Constitución y los derechos fundamentales deben ser interpretados y aplicados de modo que se optimice su máxima 
efectividad para favorecer al titular del derecho fundamental. 
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w. Luego de haber estudiado los documentos y hechos más importantes del 
expediente que nos ocupa, se concluye que en el presente caso existe especial 
trascendencia o relevancia constitucional, por lo que resulta admisible dicho 
recurso y el Tribunal Constitucional debe conocer su fondo.  

 
x. En ese tenor, el recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo 
que nos ocupa tiene especial trascendencia o relevancia constitucional, puesto 
que su conocimiento le permitirá a este tribunal continuar el criterio respecto a 
los requisitos exigidos para la admisibilidad de la referida acción de amparo y 
continuar desarrollando su jurisprudencia respecto al debido proceso y el 
derecho al libre tránsito.  
 
10. En cuanto al fondo del recurso de revisión constitucional de sentencia 
de amparo  
 
a. La parte recurrente, Policía Nacional, entiende que se debe revocar o 
anular la sentencia recurrida por contener diversas violaciones de índole 
constitucional. En ese mismo orden solicita que al revocarse de la decisión 
impugnada, se declare la incompetencia del tribunal a-quo para conocer del 
asunto de que se trata.  

 
b. En ese sentido es importante establecer que la sentencia recurrida acoge la 
acción de amparo presentada por el señor Armando Rivera Gómez, y en 
consecuencia ordena a la Organización Internacional de la Policía Criminal 
(Interpol) levantar de manera inmediata la alerta migratoria que pesa sobre el 
indicado reclamante, por entender entre otros motivos, que no hay justificación 
alguna que sustente dicho control migratorio; es decir, no existe constancia 
alguna que avale, justifique o acredite la alerta migratoria fijada en perjuicio del 
referido accionante, máxime cuando no existe en la jurisdicción penal de Santo 
Domingo, algún caso o proceso que involucre al señor Armando Rivera Gómez, 
lo que vulnera la libertad de tránsito protegida por el artículo 46 de la 
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Constitución, en virtud de que no existen razones legales para la existencia de 
la precitada alerta. 

 
c. Este tribunal constitucional entiende que son correctos los motivos 
desarrollados por el juez a-quo para sustentar la decisión impugnada que ordena 
levantar la alerta migratoria en cuestión, y a pesar de que la parte recurrente 
argumenta que la misma es violatoria y que fue decidida por juez incompetente, 
dichos alegatos y argumentos no resultan suficientes para que este pleno 
revoque la sentencia de que se trata, como pretende el recurrente. Ahora bien, y 
dado que esta corporación constitucional es de criterio que cuando conoce de 
un recurso de revisión, tiene la facultad de ampliar y robustecer las 
motivaciones dadas por el tribunal de primer grado, resulta oportuna la ocasión 
para referirse a las llamadas alertas migratorias, en virtud de que es de pública 
notoriedad la incidencia que estas han tenido en la sociedad dominicana. Previo 
a esto, esta sede constitucional hará un recuento de los hechos que dieron al 
traste con este proceso, conforme se constata de las pruebas aportadas. 
 
d. En ese orden, el accionante Armando Rivera Gómez se vio impedido de 
salir del país, debido a que contra él pesa una alerta migratoria que le impide 
la movilidad libre, argumentando que la referida alerta no fue dispuesta por la 
justicia, pues no tiene ningún proceso abierto en los tribunales. Para sustentar 
este argumento, depositó, entre otros, los siguientes documentos:  
 
1. Certificación emitida por la Secretaría General del Ministerio Público de 
la Procuraduría General de la República, del siete (7) de junio del año dos mil 
veintiuno (2021), mediante la cual se hace constar lo siguiente: Certifico: Que 
en nuestros archivos no consta registro de impedimento de salida del país en 
perjuicio del señor Armando Rivera Gómez, titular de la cedula de identidad y 
electoral No.001-1260378-2.  
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2. Certificación emitida por la Secretaría General del Despacho de la 
Jurisdicción Penal del Municipio Santo Domingo Este, Provincia Santo 
Domingo, del once (11) de mayo del año dos mil veintiuno (2021), mediante la 
cual se hace constar lo siguiente: …Que por ante los Juzgados de la Instrucción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, no existe caso con el nombre de 
Armando Rivera Gómez, portador de la cedula de identidad y electoral No.001-
1260378-2. 

 
3. Certificación emitida el tres (3) de agosto del año dos mil veinte (2020), 
por la Fiscalía de Santo Domingo Oeste, la cual hace constar que, de acuerdo 
con la búsqueda en la base de datos de esa jurisdicción, no existe ningún proceso 
penal que involucre al señor Armando Rivera Gómez desde el día veintiséis 
(26) de agosto del año dos mil dieciséis (2016) hasta la fecha de emisión de esa 
certificación. 
 
e. Resulta claro que las certificaciones descritas comprueban que el señor 
Armando Rivera Gómez no tiene proceso penal abierto ante la jurisdicción 
penal ni registro de impedimento de salida en la Procuraduría General de la 
República. 
 
f. En el diseño procesal penal implementado en el sistema acusatorio 
adversarial que rige en República Dominicana, la única forma de restringir el 
derecho fundamental al libre tránsito lo constituye una orden judicial emitida 
en el curso de un proceso en parte preparatoria, como medida de coerción, de 
acuerdo con lo que establece el artículo 226 del Código Procesal Penal 
dominicano.14  

 
g.  Sin embargo, a pesar de que no fue emitida orden judicial que imponga la 
medida coercitiva de impedimento de salida en contra del señor Armando 

 
14 “A solicitud del ministerio público o del querellante, y en la forma, bajo las condiciones y por el tiempo que se explica 
en este código, el juez puede imponer al imputado, después de escuchar sus razones, las siguientes medidas de coerción…” 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 25 de 70 

 

Rivera Gómez, la Policía Nacional, mediante su Departamento de 
Investigaciones de Crímenes y Delitos contra la Propiedad (DICRIM) requirió 
administrativamente que le fuera impuesta una alerta migratoria en perjuicio del 
accionante. Resalta que las llamadas alertas migratorias tienen como propósito 
impedir el libre tránsito de aquel sobre quien pesa, constituyendo, por ende, una 
arbitrariedad de parte de la autoridad que así lo dispone, sin que medie una 
orden judicial al respecto.  

 
h. Es de notoriedad pública que, en la práctica, las alertas migratorias son 
realizadas a solicitud de parte, es decir que se tramitan cuando una autoridad 
investigativa, sea esta fiscal, policial o de inteligencia emite un comunicado a 
la autoridad migratoria para que detenga o impida la salida o entrada de un 
ciudadano del país.  

 
i. En este caso concreto, la Policía Nacional tramitó la alerta migratoria, 
mediante una comunicación suscrita por el coronel de la Policía Nacional y a su 
vez comandante del Departamento OCN-Interpol, Lic. Héctor J. Díaz Acosta, a 
raíz de una supuesta investigación en perjuicio del accionante, sin una base legal 
ni decisión de un tribunal competente que le de autorización a esos fines, lo cual 
indudablemente atenta contra la libertad de tránsito y constituye un acto 
grosero15 y arbitrario, no conforme con los principios del Estado constitucional 
que hoy vive el país. 

 
15 En el contexto del derecho administrativo, el profesor De Laubedére, citado por Libardo Rodríguez, donde establece que 
la “vía de hecho” se presenta “cuando en el cumplimiento de una actividad material de ejecución, la administración comete 
una irregularidad grosera, que atenta contra el derecho de propiedad o contra una libertad pública. Que la irregularidad 
“grosera” está dada por ser una irregularidad o ilegalidad “manifiesta” o “flagrante” agravada o exagerada, ya porque 
no tenía poder para actuar o porque teniéndolo utilizó procedimientos manifiestamente irregulares. Santofimio expresa 
que éste concepto se ubica: “…en el ámbito del desconocimiento al bloque de la legalidad, producido este por la irregular, 
grosera, manifiesta y flagrante actuación de la administración que violenta los derechos, libertades y garantías al expedir 
un Acto Administrativo o en sus operaciones de cumplimiento.” Rodríguez, Libardo. Derecho Administrativo. General y 
colombiano. Séptima edición. Bogotá: Temis, 1998. pp. 187-189. Recuperado de: 
https://www.revistamisionjuridica.com/la-via-de-hecho-una-nueva-herramienta-para-impugnar-los-actos-administrativos/ 
“Cuando el acto tiene un vicio grosero, se considerará que no existe como acto administrativo. Se trata de que el acto reúna 
las condiciones esenciales de validez (forma y competencia); es decir que carezca de una “grosera irregularidad.” por lo 
tanto, son actos que contienen un error de hecho y también un error de derecho.” Gustavo Gordillo. Derecho Administrativo 
de la Economía. Cap. IX El Acto Administrativo pag.209. recuperado de: 
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j. Conforme lo anterior, la arbitrariedad ha sido definida como el acto o 
proceder contrario a la justicia, la razón o las leyes dictado solo por voluntad 
o capricho de su autor, sin un razonamiento suficiente y sin explicación 
bastante de las razones en que se basa o careciendo estas de cualquier 
fundamento serio.16  

 
k. En ese mismo orden, la doctrina ha definido la arbitrariedad como la 
voluntad contraria a la ley; con una restricción, y es la de que se trata de la 
voluntad del que manda y al cual el poder que posee le deja cierta libertad de 
acción fuera de la ley, es decir una voluntad manifiesta al lado de la ley.17  

 
l. Por otro lado, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional dominicano en 
torno a las actuaciones arbitrarias de los funcionarios públicos o el Estado ha 
establecido: 
 

Cabe recordar que la existencia del Estado social y democrático de 
derecho, contraviene la vigencia de prácticas autoritarias y 
arbitrarias… siendo el respeto a los derechos fundamentales una de las 
funciones esenciales de dicho Estado y, por tanto, el fundamento del 
texto supremo. (Sentencia TC/0827/17) 
 
… el Tribunal Constitucional estima oportuno precisar, por un lado, el 
concepto de acto manifiestamente arbitrario, relativo a la actuación 
ejecutada con base en un mero capricho o motivo irracional del 
agraviante, y, por otro lado, la noción de acto manifiestamente ilegal, 
la cual identifica la conducta que se aparta de la norma legal que le da 

 
https://www.gordillo.com/pdf_tomo9/libroi/capitulo9.pdf 
16 Diccionario Prehispánico del Español Jurídico. Recuperado del link: https://dpej.rae.es/lema/arbitrariedad 
17 Rudolf von Ihering. Fin en el derecho año 1877. Pág. 227 recuperado de link: 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/1/463/15.pdf 
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fundamento o que entre en franca contradicción con el ordenamiento 
jurídico vigente.18 (Sentencia TC/0542/19) 
 
…el debido proceso administrativo sirve como límite contra la eventual 
arbitrariedad de la administración pública en sus actuaciones. Por 
tanto, la exigencia de que la Administración ciña su actuación a un 
procedimiento previamente creado, en todos y cada uno de sus actos, 
constituye una garantía de que la actividad administrativa es 
transparente, objetiva, participativa y, sobre todo, que se realiza para 
garantizar el pleno respeto a los derechos de las personas que se 
relacionan con la administración. (Sentencia TC/0426/18) 

 
m. En el orden de los derechos fundamentales, resulta importante precisar que  
 
n. …las restricciones a los mismos, sin el debido proceso y por funcionario 
no autorizado, acarrea consecuencias jurídicas adversas, puesto que la parte 
nuclear o contenido esencial del derecho fundamental es absoluta, es decir, no 
puede ser dispuesta (limitada, restringida o sacrificada) ni por los particulares 
ni por el poder público –en particular por el Legislador– en ningún caso. Se 
trata de un límite absoluto (absolute Grenze), el cual de ser cruzado genera 
automática y necesariamente la vulneración del contenido esencial del derecho 
fundamental. Mientras que la parte no esencial accidental o periférica del 
derecho no vincula de modo absoluto al legislador sino solo relativamente, de 
manera que el legislador podrá afectar (limitar, restringir, sacrificar) la parte 
no esencial siempre y cuando exista una justificación para ello. La justificación, 
en estos casos, sólo puede consistir en la necesidad de salvar otro derecho 
constitucional u otro bien jurídico constitucional.19En tal sentido, a propósito 

 
18 Subrayado nuestro 
19 Los Derechos Fundamentales no se suspenden ni se Restringen en un Régimen de Excepción. Luis Castillo-Córdova 
Piura, 2008 recuperado del 
link:https://pirhua.udep.edu.pe/bitstream/handle/11042/2020/Derechos_fundamentales_suspenden_ni_restringen_regimen
_excepcion.pdf?sequence=1&isAllowed=y  
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del contenido esencial de los derechos fundamentales, la Constitución 
dominicana dispone en su artículo 74.2 que sólo por ley, en los casos permitidos 
por esta Constitución, podrá regularse el ejercicio de los derechos y garantías 
fundamentales, respetando su contenido esencial y el principio de 
razonabilidad. Al respecto, vemos que en el derecho comparado, 
específicamente en Alemania que es donde nace, positivamente, la protección 
por el contenido esencial de los derechos fundamentales, que el artículo 19 de 
la Ley Fundamental de Bonn de mil novecientos cuarenta y nueve (1949) 
dispone, en lo pertinente que:  
 

Cuando de acuerdo con la presente Ley Fundamental un derecho 
fundamental pueda ser restringido por ley o en virtud de una ley, ésta 
deberá tener carácter general y no estar limitada al caso individual. 
Además, la ley deberá mencionar el derecho fundamental indicando el 
artículo correspondiente. (2) En ningún caso un derecho fundamental 
podrá ser afectado en su contenido esencial.20 

 
o. En esa misma línea de pensamiento y referido a la doctrina constitucional, 
la Corte Constitucional de Colombia en el Fallo C-110 de dos mil (2000), a 
propósito de restringir derechos fundamentales, precisó lo siguiente:  
 

que el poder de policía es normativo, pues “implica la atribución 
estatal para expedir las regulaciones jurídicas que limiten o restrinjan 
la libertad individual. Reiterando lo expuesto en el C-024 de 1994, se 
puntualizó: (i) existe un poder de policía subsidiario, en cabeza de otras 
autoridades como el Presidente, las asambleas departamentales y los 
consejos municipales; pero (ii) tratándose de la restricción de los 
derechos y libertades, el cual en principio es potestad del Congreso, se 
requiere de una habilitación constitucional expresa21. 

 
20 Subrayado nuestro 
21 Subrayado nuestro 
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p. En esa misma decisión, la Corte Constitucional Colombiana estableció que 
solo dentro del marco de la Constitución se pueden restringir o limitar el 
derecho fundamental a la libertad de un ciudadano, y que la actividad policial 
no está facultada para regular la libertad. En tal sentido dispuso lo siguiente:  
  

En lo que atañe con la distribución general de las competencias en 
materia de poder, función y actividad de policía entre las diferentes 
autoridades, se considera que, en principio, sólo el Congreso de la 
República puede establecer límites o restricciones a las libertades y 
derechos ciudadanos dentro del marco de los principios y valores 
consagrados por la Constitución. Sin embargo, se advierte en la 
sentencia C-024/94.  
(…) 
(ii) La función de policía es reglada y se halla supeditada al poder de 
policía. Supone el ejercicio de competencias concretas asignadas por 
éste a las autoridades administrativas de policía. Más repárese en que 
dicha función no otorga competencia de reglamentación, ni de 
regulación de la libertad.” Y (iii) “La actividad de policía, asignada a 
los cuerpos uniformados, es estrictamente material y no jurídica, 
corresponde a la competencia de ejercicio reglado de la fuerza y está 
necesariamente subordinada al poder y a la función de policía. Por lo 
tanto, tampoco es reglamentaria ni menos reguladora de la libertad. 

 
q. De las conceptualizaciones antes expuestas se concluye que el libre 
tránsito de las personas solo puede ser limitado o prohibido en casos y 
condiciones previstas por la Constitución y las leyes; es decir, que sus efectos 
procuran el desplazamiento o movilización del individuo dentro de los límites 
que los preceptos del derecho no ordenan ni prohíben. 
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r. Es por ello que:  
 
Los derechos puedan ser limitados en consideración al "interés 
general", no significa en ningún caso que este interés sea superior a los 
derechos humanos o a la dignidad de la persona, sino sólo implica que 
los derechos sólo podrán limitarse o restringirse "excepcionalmente", 
en atención a dicho interés general. Además, estas restricciones 
deberán ser establecidas en términos de generalidad normativa, de 
modo tal que no signifiquen sacrificios o cargas particulares, atentando 
contra la igualdad ante la ley y de la proscripción de toda forma de 
arbitrariedad.22 

 
s. En tal sentido, el juez es el único, en virtud del principio de legalidad23 y 
de la seguridad jurídica, que puede establecer medidas de coerción que impidan, 
entre otras cosas, la salida del territorio nacional, pues el principio de libertad 
se encuentra consagrado en el artículo 40.1 de la Constitución dominicana, el 
cual dispone que  
 

toda persona tiene derecho a la libertad y seguridad personal. Por lo 
tanto: 1) Nadie podrá ser reducido a prisión o cohibido de su libertad 
sin orden motivada y escrita de juez competente, salvo el caso de 
flagrante delito; 2) Toda autoridad que ejecute medidas privativas de 
libertad está obligada a identificarse; …. 6) Toda persona privada de 
su libertad, sin causa o sin las formalidades legales o fuera de los casos 

 
22 Estudios constitucionales vol.8 no.2 Santiago 2010. recuperado del link: 
https://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0718-52002010000200007#n41  
23 El artículo 69.7 de la Constitución en relación al principio de legalidad establece que: “Ninguna persona podrá ser juzgada 
sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formalidades propias de cada juicio.” 
“Por ende, la observancia del principio de legalidad en su vertiente de tipicidad, trasladado al ámbito del derecho 
administrativo, llevaría a estimar que, para la interposición de una alerta migratoria, la autoridad migratoria debe fundar su 
actuación en un precepto legal que lo autorice. Esto genera certeza jurídica, ya que hace previsible cuáles son las situaciones 
que pueden dar lugar a una alerta migratoria.” Recuperado de: https://amij.org.mx/wp-content/uploads/2021/08/Protocolo-
para-juzgar-casos-que-involucren-personas-migrantes-2021.pdf 
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previstos por las leyes, será puesta de inmediato en libertad a 
requerimiento suyo o de cualquier persona.  

 
Por igual el Código Procesal Penal refrenda la libertad de tránsito, en su artículo 
222 al establecer:  
 

Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Las 
medidas de coerción tienen carácter excepcional y sólo pueden ser 
impuestas mediante resolución judicial motivada y escrita, por el 
tiempo absolutamente indispensable y a los fines de asegurar la 
presencia del imputado en el procedimiento. 

 
t. En relación con la libertad de tránsito y su prohibición de limitación, sin 
una decisión judicial motivada, esta sede constitucional ha verificado que el 
artículo 1 de la Ley núm. 200 sobre impedimentos de salida del país, establece 
que sólo se podrá impedir la salida del país a los nacionales o extranjero 
cuando el impedimento se funde en la existencia de penas impuestas 
judicialmente, o en las leyes de policía, de inmigración y de sanidad. 
 
u. Conforme los textos legales antes descritos, queda establecido que sin 
orden judicial nadie puede ser impedido de transitar libremente, es decir que 
ningún órgano, entidad o institución pública puede atentar contra el libre 
tránsito de los ciudadanos sin mediación de un juez competente, pues lo 
contrario sería exceder la potestad legal de actuación. 

 
v. En tal sentido, para coartar el libre tránsito en ocasión de una investigación, 
el Ministerio Público debe solicitar que un juez competente, que así lo ordene, 
quedando vedado a cualquier autoridad atribuirse una competencia no contenida 
ni en la Constitución ni en la ley, por lo que emitir una alerta para que alguien 
sea impedido de salir del territorio nacional, en este caso por la Policía Nacional 
constituye una violación palmaria del derecho fundamental del libre tránsito, y 
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como tal ha debido ser retenido, tal lo hizo el Juez del primer grado en la 
sentencia impugnada.  

 
w. La medida de colocar una alerta migratoria administrativamente, sin la 
inmediación de un juez, constituye una abusiva e ilegal sanción administrativa 
que afecta de manera directa el libre tránsito, es decir que solo un tribunal 
mediante una sentencia motivada, puede ordenar el impedimento de salida de 
una persona de República Dominicana.  
 

x. Este plenario constitucional mediante Sentencia TC/0197/19, a propósito 
de que el impedimento de salida sin justificación constituye una violación al 
derecho a la libertad de tránsito, señaló lo siguiente: 
 
y. … a pesar de que la señora Ambalina del Carmen Taveras Henríquez 
desistió de las acciones penales y civiles incoadas por ella contra el señor 
Mohammad Ayaz Nawa Bibi, aún persiste el impedimento de salida que, como 
resultado de dichas acciones fue interpuesto contra dicho señor, ya que este 
solo fue provisionalmente suspendido por un año, como se ha dicho. Ello 
significa que dicho impedimento se mantiene pese a que no existe ningún motivo 
que legal o constitucionalmente lo justifique, lo que constituye una clara y 
palmaria violación a la libertad de tránsito del señor Nawa Bibi, a la luz del 
artículo 46 de la Constitución de la República, que dispone: “Toda persona 
que se encuentre en territorio nacional tiene derecho a transitar, residir y salir 
libremente del mismo, de conformidad con las disposiciones legales24Por igual, 
mediante Sentencia TC/0035/17, dictada por este tribunal constitucional, a 
propósito de la libertad de tránsito, estableció lo siguiente:  

 
Considera que la libertad de tránsito es la posibilidad que tienen todas 
las personas de entrar y salir del país, así como la de desplazarse 

 
24 Subrayado nuestro 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 33 de 70 

 

libremente por el territorio del mismo. En ese sentido, es oportuno 
señalar que al igual que lo señalado en párrafos anteriores respecto a 
que el derecho a la libertad personal del individuo solo puede ser 
limitado en los casos y en los fines limitativamente previstos por la 
Constitución y las leyes, los efectos de las medidas socio educativas 
aplicadas a los menores en conflicto con la ley penal mediante 
sentencias ejecutorias no obstante cualquier recurso, son mecanismos 
que limitan dicho derecho sin configurar una violación a la Constitución 
de la República. 

 
z. En adición a las sentencias anteriores, se observa que esta sede 
constitucional, mediante la Sentencia TC/0083/19 (reproduciendo la Sentencia 
TC/0391/18), determinó que: 

  
En ese sentido, vale acotar que el derecho al libre tránsito implica la 
posibilidad de que toda persona pueda desplazarse de manera libre no 
solo en las vías públicas, sino en los espacios públicos o privados de uso 
público como ocurre en la especie, pues en dicha plaza funcionan 
establecimientos a los cuales debería acceder el ciudadano común, tal y 
como se expresa en la letra t del presente título.  

 
Por ello, el Tribunal Constitucional de Perú se refirió al derecho al libre 
tránsito indicando: La facultad de libre tránsito comporta el ejercicio 
del atributo de ius movendi et ambulandi. Es decir, supone la posibilidad 
de desplazarse autodeterminativamente en función a las propias 
necesidades y aspiraciones personales, a lo largo y ancho del territorio, 
así como a ingresar o salir de él, cuando así se desee. Asimismo, ha 
señalado que el derecho al libre tránsito es un elemento conformante de 
la libertad y una condición indispensable para el libre desarrollo de la 
persona; y que esta facultad de desplazamiento se manifiesta a través 
del uso de las vías de naturaleza pública o de las vías privadas de uso 
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público, derecho que puede ser ejercido de modo individual y de manera 
física o a través de la utilización de herramientas tales como vehículos 
motorizados, locomotores, etc. Sin embargo, como todo derecho 
fundamental, la libertad de tránsito no es un derecho absoluto, ya que 
puede y debe ser limitado por diversas razones. (Tribunal constitucional 
de Perú Expediente N.º 2876-2005-PHC) (Sentencia). 

 
aa. En el derecho comparado, las restricciones a la libertad de tránsito, al igual 
que en las jurisprudencias nacionales mencionadas, deben estar sustentadas en 
la Carta Magna o por una autoridad judicial competente conforme las normas 
jurídicas. En tal sentido el Tribunal Constitucional peruano, a través de la 
Sentencia 3482-2005-PHC/TC, estableció lo siguiente:  

 
La libertad de tránsito o derecho de locomoción es, dentro del catálogo 
de atributos susceptibles de tutela por mediante el hábeas corpus, de los 
más tradicionales. Con el mismo se busca reconocer que todo nacional 
o extranjero con residencia establecida pueda circular libremente o sin 
restricciones por el ámbito de nuestro territorio patrio, habida cuenta 
de que, en tanto sujeto con capacidad de autodeterminación, tiene la 
libre opción de disponer cómo o por dónde decide desplazarse, sea que 
dicho desplazamiento suponga facultad de ingreso hacia el territorio de 
nuestro Estado, circulación o tránsito dentro del mismo, o simplemente 
salida o egreso del país. Dicho atributo, por otra parte, se encuentra 
también reconocido en los artículos 12 ° Y 130 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 220 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, constituyendo uno de los derechos 
de mayor implicancia en el ámbito de la libertad personal.  
 
Siendo el derecho de tránsito o de locomoción un atributo con alcances 
bastante amplios, se encuentra, sin embargo, por mandato expreso de la 
propia Constitución y conforme a los criterios recogidos por los 
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instrumentos internacionales antes referidos, sometido a una serie de 
límites o restricciones en su ejercicio. Dichas restricciones, por de 
pronto, pueden ser de dos clases: explícitas o implícitas.  
 
Las restricciones calificadas como explícitas se encuentran reconocidas 
de modo expreso y pueden estar referidas tanto a supuestos de tipo 
ordinario, como los enunciados por el inciso 11) del artículo 20 de la 
Constitución (mandato judicial, aplicación de la ley de extranjería o 
razones de sanidad), como a supuestos de tipo extraordinario (los 
previstos en los incisos 1 y 2 del artículo 1370 de la Constitución, 
referidos a los estados de emergencia y de sitio, respectivamente) 
(….) 
Las restricciones implícitas, a diferencia de las explícitas, resultan 
mucho más complejas en cuanto a su delimitación, aunque no, por ello, 
inexistentes o carentes de base constitucional. Se trata, en tales 
supuestos, de vincular el derecho reconocido (en este caso, la libertad 
de tránsito) con otros derechos o bienes constitucionalmente relevantes, 
a fin de poder determinar, dentro de una técnica de ponderación, cuál 
de todos ellos es el que, en determinadas circunstancias, debe 
prevalecer. Un caso específico de tales restricciones se da precisamente 
en los supuestos de preservación de la seguridad ciudadana, en los 
cuales se admite que, bajo determinados parámetros de razonabilidad y 
proporcionalidad, es posible limitar el derecho aquí comentado.” 
 

bb. Conforme la jurisprudencia peruana, se comprueba que el derecho a la 
libertad de tránsito solo se puede limitar o restringir de modo expreso ya sea por 
la Constitución, como por ejemplo cuando se declara el estado de emergencia, o 
ya sea por un mandato judicial en aplicación de la ley, o cuando esa la libertad 
de tránsito trastoque con otros derechos o bienes constitucionalmente relevantes, 
como en el caso del supuesto de conservación de la seguridad ciudadana, claro 
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haciendo la salvedad de que debe ser dentro de los parámetros de los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad. 
 
cc. Asimismo, la Corte Constitucional de Colombia, mediante Sentencia T-
747/15, respecto a la libertad de tránsito, ha establecido:  
 

La libertad de locomoción es un derecho fundamental al ser una 
expresión de la libertad, inherente al ser humano, cuya mínima 
manifestación consiste en la posibilidad de transitar o desplazarse de un 
lugar a otro –valga la redundancia, libremente- dentro del territorio del 
país, incluido especialmente, las vías y espacios públicos. Aunque no se 
trate de un derecho absoluto por lo cual está sujeto a restricciones, la 
libertad de locomoción es afectada legítimamente cuando se da 
aplicación de sanciones penales. Sin embargo, ésta se vulnera cuando, 
por ejemplo, se impide el tránsito de una persona en espacios de 
carácter público, que deben ser accesibles para todos los miembros de 
la sociedad, en igualdad de condiciones. 

 
dd. En conclusión, este tribunal constitucional ha comprobado que las alertas 
migratorias afectan los derechos a la libre determinación y tránsito del 
accionante, Armando Rivera Gómez, pues no se encuentran sustentadas en la 
Constitución ni en el ordenamiento jurídico dominicano, por lo cual resulta una 
medida arbitraria e ilegítima, sobre todo inconstitucional.25 
ee. Pero además, la alerta migratoria en cuestión violenta el debido proceso, 
la tutela judicial efectiva y el derecho de defensa al accionante, en virtud de que 

 
25 “En tales circunstancias, la SCJN consideró que dicho acto violaba la garantía de debida fundamentación y motivación, 
ya que era imposible conocer con certeza el origen y los hechos que motivaron la emisión de la alerta migratoria en 
contra de la parte quejosa y su registro en las listas de control migratorio. La SCJN consideró que lo anterior, a su vez, 
trascendía al análisis de la alegada violación a los derechos que estimó vulnerados la parte quejosa … pues tal estudio 
podría variar en función de la hipótesis concreta que dio lugar a negar la regularización.” Amparo en Revisión 257/2017 
Resuelto el 15 de noviembre de 2017, emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (máximo tribunal del Poder 
Judicial de la Federación de México). Recuperado de: https://amij.org.mx/wp-content/uploads/2021/08/Protocolo-para-
juzgar-casos-que-involucren-personas-migrantes-2021.pdf  
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queda conformada en una inconstitucionalidad, arbitrariedad y medida 
irrazonable. En tal sentido, la Sentencia TC/0427/15 estableció lo siguiente: 

 
En ese sentido, para que se cumplan las garantías del debido proceso 
legal, es preciso que el justiciable pueda hacer valer sus derechos y 
defender sus intereses en forma efectiva, pues el proceso no constituye 
un fin en sí mismo, sino el medio para asegurar, en la mayor medida 
posible, la tutela efectiva, lo que ha de lograrse bajo el conjunto de los 
instrumentos procesales que generalmente integran el debido proceso 
legal. En ese sentido, la tutela judicial efectiva sólo puede satisfacer las 
exigencias constitucionales contenidas en el citado artículo 69 de la 
Constitución, si aparece revestida de caracteres mínimamente 
razonables y ausentes de arbitrariedad, requisitos propios de la tutela 
judicial efectiva sin indefensión a la que tiene derecho todo justiciable. 

 
ff. Por igual las alertas migratorias atentan contra el principio de presunción 
de inocencia, el cual está ligado estrechamente al debido proceso, la tutela 
judicial efectiva y el derecho de defensa, lo cual ha sido tratado en un sin 
número de decisiones dictadas por esta sede constitucional, entre las cuales se 
puede citar la TC/0035/17 en la cual estableció lo siguiente:  
 

Al respecto, en su Sentencia núm. 3, del dos (2) de abril de dos mil ocho 
(2008) (B. J. núm. 1169, página 299) la Suprema Corte de Justicia, en 
sus funciones de corte de casación consignó que “la presunción de 
inocencia”, también conocida como “principio de inocencia o derecho 
a la presunción de inocencia”, es un estado jurídico de inocencia que 
 
 … no se destruye con el procesamiento ni con la acusación, sino, con 
la decisión definitiva sobre la responsabilidad penal de quien se acusa 
y en cuanto a los hechos de la imputación”; … que este principio o 
derecho fundamental del que goza toda persona a quien se le imputa la 
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comisión de una infracción, permanece hasta el momento en que se 
dicta en su contra una sentencia definitiva que haya adquirido la 
autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada. 
 
La esencia de esa decisión se aprecia en lo consignado en el artículo 
69.3 de la Constitución reformada en el año dos mil diez (2010), de 
conformidad con el cual, “toda persona” tiene “[e]l derecho a que se 
presuma su inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se haya 
declarado su culpabilidad por sentencia irrevocable”.  
 
Sobre el particular, en su Sentencia TC/0051/14, este tribunal 
constitucional señaló que “la presunción de inocencia es una de las 
garantías del debido proceso y de la Tutela Judicial Efectiva”. “… 
supone que toda persona debe considerarse inocente hasta que haya 
sido condenada mediante una sentencia con la autoridad de la cosa 
irrevocablemente juzgada”26. Igualmente, en su Sentencia TC/0294/14, 
estableció que “el principio de la presunción de inocencia… beneficia 
a todos los imputados involucrados en el proceso penal. 

 
gg. A propósito de todo lo anterior, y haciendo uso del derecho comparado, es 
importante señalar lo que acontece en otras naciones donde se ha verificado o 
estudiado las llamadas alertas migratorias, como el caso del informe preparado 
por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de México, titulado: 
Recomendación No 42 /2015 Sobre El Caso De Violaciones A Diversos 
Derechos Humanos Cometidas Por Personal Del Instituto Nacional De 
Migración Adscrito Al Aeropuerto Internacional De La Ciudad De México En 
Agravio De Los Usuarios dirigido al comisionado del Instituto Nacional de 
Migración con asiento en ciudad de México, en relación a inconvenientes que 
se suscitaron con personas que arribaron mediante vuelos internacionales al 

 
26 Subrayado nuestro 
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Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México entre los años dos mil catorce 
(2014) y dos mil quince (2015), que fueron entrevistadas como filtros de 
revisión migratoria, a propósito de alertas migratorias levantadas por indistintas 
autoridades, a lo cual la referida comisión mediante este informe propuso la 
siguiente recomendación:  

 
Esta Comisión Nacional subraya la necesidad de impulsar una reforma 
al Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación y a las demás 
normas necesarias para incluir de manera pormenorizada las 
atribuciones del Centro Nacional de Alertas, así como procedimientos 
precisos relacionados con el trámite de las alertas migratorias, pues es 
indiscutible que la inexistencia de regulación precisa en tal materia 
propicia condiciones de vulnerabilidad que permiten abusos de los 
servidores públicos migratorios vinculados con el ejercicio de estas 
funciones, lo que atenta contra el derecho a la seguridad jurídica27 de 
todas las personas que son objeto de acciones de control migratorio en 
los aeropuertos de este país. 

 
hh. Conforme lo antes expresado, esta decisión resulta oportuna para que esta 
sede constitucional, dentro la función pedagógica que le atribuye el artículo 35 
de la Ley núm. 137-11, establezca que las llamadas alertas migratorias 
colocadas por entes públicos no autorizados ni por la Constitución y las leyes, 
como instrumento contra personas, han constituido una práctica utilizada a 
menudo, sin fundamento constitucional ni base legal, lo cual, como ha quedado 
establecido, atenta contra la seguridad jurídica, el debido proceso, la tutela 
efectiva, derecho al libre tránsito, derecho de defensa y la presunción de 
inocencia de los que resultan afectados de dicha mala práctica. 

 

 
27 Subrayado nuestro 
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ii. En virtud de los motivos expresados en esta decisión, esta sede 
constitucional entiende procedente rechazar el recurso de revisión y confirmar 
la sentencia recurrida, que dispone el retiro de forma inmediata de la alerta 
migratoria emitida el doce (12) del mes de julio del año dos mil diecinueve 
(2019) en perjuicio del señor Armando Rivera Gómez. 

 
jj. Es menester, además, establecer que, dado que esta sede constitucional 
procede a rechazar el presente recurso de revisión y confirmar la sentencia 
recurrida, no será necesario examinar la excepción de incompetencia del juez 
de primer grado, planteada por el recurrente, pues precisamente su 
conocimiento estaba supeditado a que fuera revocada la referida decisión 
impugnada, lo que no ocurrió en la especie.  
 
Esta decisión, firmada por los jueces del tribunal, fue adoptada por la mayoría 
requerida. No figuran las firmas de los magistrados Milton Ray Guevara, 
presidente; Rafael Díaz Filpo, primer sustituto; Víctor Joaquín Castellanos 
Pizano y Miguel Valera Montero, en razón de que no participaron en la 
deliberación y votación de la presente sentencia por causas previstas en la ley. 
Figura incorporado el voto salvado del magistrado Justo Pedro Castellanos 
Khoury. 
 
Por las razones de hecho y de derecho anteriormente expuestas, el Tribunal 
Constitucional 

DECIDE: 
 

PRIMERO: DECLARAR admisible, en cuanto a la forma, el recurso de 
revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía Nacional 
contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada el doce (12) de agosto 
del año dos mil veintiuno (2021) por la Segunda Sala de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional. 
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SEGUNDO: RECHAZAR en cuanto al fondo el recurso de revisión 
constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía Nacional, y en 
consecuencia confirma la sentencia recurrida, por las razones expuestas en la 
presente decisión. 
 
TERCERO: COMUNICAR la presente decisión a la parte envueltas en el 
presente proceso, para su conocimiento y fines de lugar. 
 
CUARTO: DECLARAR el presente recurso libre de costas, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 72, in fine, de la Constitución, y los artículos 7.6 y 66 
de la Ley núm. 137-11, Orgánica del Tribunal Constitucional y de los 
Procedimientos Constitucionales. 

 
QUINTO: DISPONER que la presente decisión sea publicada en el Boletín del 
Tribunal Constitucional. 

 
Firmada: Lino Vásquez Sámuel, juez segundo sustituto, en funciones de 
presidente; José Alejandro Ayuso, juez; Alba Luisa Beard Marcos, jueza; 
Manuel Ulises Bonnelly Vega, juez; Justo Pedro Castellanos Khoury, juez; 
Domingo Gil, juez; María del Carmen Santana de Cabrera, jueza; José 
Alejandro Vargas Guerrero, juez; Eunisis Vásquez Acosta, jueza; Grace A. 
Ventura Rondón, secretaria.  
 

VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO  
JUSTO PEDRO CASTELLANOS KHOURY  

 
Con el debido respeto hacia el criterio mayoritario reflejado en la sentencia, y 
coherentes con la opinión que mantuvimos en la deliberación, ejercemos la 
facultad prevista en los artículos 186 de la Constitución y 30 de la Ley Orgánica 
del Tribunal Constitucional y de los Procedimientos Constitucionales, número 
137-11. En tal sentido, presentamos nuestro voto particular, fundado en las 
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razones que exponemos a continuación: 
 
1. De conformidad con la documentación que reposa en el expediente y los 
hechos que alegan las partes, el conflicto surgió cuando la Organización 
Internacional de Policía Criminal (Interpol) interpuso, en contra del señor 
Armando Rivera Gómez, una alerta migratoria por ante la Dirección General de 
Migración. Inconforme con tal situación, el referido ciudadano accionó en 
amparo, indicando que no existían motivos legales para sustentar la referida 
alerta migratoria, que prácticamente le impedía salir del país. Por ello, 
sustentaba su acción en que la Interpol y la Dirección General de Migración le 
vulneraban su libertad de tránsito, consagrada en el artículo 46 de la 
Constitución. 
 
2. La Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional conoció del amparo y lo acogió. En su sentencia, ordenó que 
la Interpol levantara inmediatamente la alerta migratoria que pesaba en contra 
del accionante, fijando una astreinte para garantizar el cumplimiento de la 
decisión. Inconforme con esta decisión, la Policía Nacional interpuso un recurso 
de revisión por ante este Tribunal Constitucional. Nos solicitaba anular la 
sentencia del tribunal de amparo por entender que la Segunda Sala de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional era incompetente 
para conocer del amparo, debiendo haber sido conocido por la jurisdicción 
contencioso-administrativa. 
 
3. Ante este recurso de revisión, el recurrido —inicialmente accionante— 
planteó que debíamos inadmitirlo por carecer la Policía Nacional de calidad e 
interés. Esto lo sustentaba en que no fue parte accionada en amparo. De manera 
subsidiaria, nos solicitaba que el recurso fuera rechazado por ser el asunto de 
clara competencia del tribunal de amparo. 
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4. El Tribunal Constitucional rechazó el pedimento de inadmisibilidad. 
Juzgamos, entre otros aspectos, que, en términos prácticos y en virtud del 
principio de la verdad aparente y verdad real, la Interpol en República 
Dominicana está adscrita a la Policía Nacional en el sentido de que sus 
miembros operativos pertenecen todos a esta última entidad y de que quien 
dispuso la tramitación de la alerta migratoria en nombre de la Interpol era 
comandante de la Dirección Central de Investigación (Dicrim) de la Policía 
Nacional; de tal forma, que, incluso, los abogados que representaron a la 
Interpol en el juicio de amparo fueron los mismos que incoaron el recurso de 
revisión en representación de la Policía Nacional. Estuvimos de acuerdo con esa 
decisión. 
 
5. El Tribunal Constitucional también rechazó el recurso de revisión; 
decisión en la que concurrimos plenamente, si bien discrepamos 
respetuosamente de las motivaciones dadas por la mayoría del Pleno. Este 
disentimiento se debe a que, desde nuestro punto de vista, la sentencia que ha 
emitido el Tribunal Constitucional carece de motivación suficiente, pues ha 
evitado dar una respuesta adecuada al planteamiento de la recurrente. 
Asimismo, tomamos distancia de ciertos pronunciamientos generales realizados 
por la mayoría del Pleno en torno a las alertas migratorias, debido a que esta 
sentencia omite hacer conceptualizaciones imprescindibles para comprender la 
constitucionalidad o no de esta «figura» y, consecuentemente, puede generar 
confusión al respecto. 
 
6. Para abordar esto en mayor detalle, veremos algunas notas breves sobre la 
debida motivación de las sentencias (§ 1) y nos referiremos a cómo, en este caso 
concreto, la mayoría del Pleno no dio respuesta al planteamiento de la recurrente 
(§ 2). Finalmente, haremos algunas puntualizaciones sobre las alertas 
migratorias y subrayaremos algunas de las preocupaciones que nos surgen por 
los pronunciamientos que ha hecho la mayoría del Pleno (§ 3).  
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1. La debida motivación de las sentencias 
 
7. En su artículo 69, la Constitución consagra la tutela judicial efectiva y el 
debido proceso como una garantía a los derechos fundamentales. Dicho texto 
establece lo siguiente:   
 

Toda persona, en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, tiene 
derecho a obtener la tutela judicial efectiva, con respeto del debido 
proceso que estará conformado por las garantías mínimas que se 
establecen a continuación:  
 
1) El derecho a una justicia accesible, oportuna y gratuita; 
 
2) El derecho a ser oída, dentro de un plazo razonable y por una 
jurisdicción competente, independiente e imparcial, establecida con 
anterioridad por la ley; 
 
3) El derecho a que se presuma su inocencia y a ser tratada como tal, 
mientras no se haya declarado su culpabilidad por sentencia 
irrevocable; 
 
4) El derecho a un juicio público, oral y contradictorio, en plena 
igualdad y con respeto al derecho de defensa; 
 
5) Ninguna persona puede ser juzgada dos veces por una misma 
causa; 
 
6) Nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo; 
 
7) Ninguna persona podrá ser juzgada sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente 
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y con observancia de la plenitud de las formalidades propias de cada 
juicio; 
 
8) Es nula toda prueba obtenida en violación a la ley; 
 
9) Toda sentencia puede ser recurrida de conformidad con la ley. El 
tribunal superior no podrá agravar la sanción impuesta cuando sólo la 
persona condenada recurra la sentencia; 
 
10) Las normas del debido proceso se aplicarán a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas.28  

 
8. En términos generales, Espín Templado, juez del Tribunal Supremo de 
España, ha resumido la tutela judicial efectiva como un «derecho a obtener la 
protección de los tribunales en cualquier circunstancia en la que un sujeto de 
derecho considera conculcados sus derechos e intereses legítimos»29. En un 
atinado comentario al artículo 69 de nuestra Constitución, ha indicado que es el 
«derecho a una justicia accesible, oportuna y gratuita»30, que se manifiesta 
típicamente como 
 

el derecho a obtener una resolución fundada en derecho, motivada, 
razonable y no arbitraria, que en principio ha de resolver el fondo de 
la controversia suscitada ante el órgano judicial y sin que se pueda 
producir indefensión[;] contenido básico al que se suman una 
multiplicidad de aspectos[.]31 

 

 
28 Constitución de la República Dominicana, 13 de junio de 2015, artículo 69; en: CASTELLANOS KHOURY (Justo 
Pedro), TEJADA (Leonor), (coordinadores). La Constitución dominicana y sus reformas (1844- 2015), Editora Búho, Santo 
Domingo, segunda edición, 2019, tomo II, pp. 1494- 1495. 
29 ESPÍN TEMPLADO (Eduardo), «Las garantías de los derechos y libertades», en Comentarios a la Constitución de la 
República Dominicana (González-Trevijano, Pedro; Arnaldo Alcubilla, Enrique), La Ley, Madrid, 2012, tomo II, p. 433. 
30 Ídem, pp. 434-435. 
31 Ídem. 
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9. Gil, magistrado del Tribunal Constitucional dominicano, reseñando el 
referido artículo constitucional, ha dicho que la tutela judicial efectiva es «un 
derecho a la protección (por parte del Estado) de todo tipo de derechos e 
intereses legítimos»32 que funciona como una «salvaguarda judicial»33, 
diferenciándola del debido proceso como el «instrumento que sirve a esos 
propósitos»34, entendido este como el «escenario jurisdiccional donde han de 
ser amparados, salvaguardados o protegidos esos derechos e intereses»35. 
 
10. En efecto, este Tribunal Constitucional ha indicado en la Sentencia 
TC/0006/14 que «la Constitución consagra un conjunto de garantías para la 
aplicación y protección de los derechos fundamentales, como mecanismo de 
tutela para garantizar su efectividad, así como los principios para la aplicación 
e interpretación de los derechos y garantías fundamentales»36. Así,  
  

[e]l debido proceso […] está conformado por un conjunto de garantías 
mínimas que tiene como puerta de entrada el derecho a una justicia 
accesible, oportuna y gratuita. Este primer peldaño es de trascendental 
relevancia, porque a través de él se entra al proceso, y es precisamente 
dentro del proceso donde pueden ejercitarse las demás garantías del 
proceso debido.37 

 
11. Este debido proceso, previsto en el artículo 69 de la Constitución, 
«representa un conjunto de garantías mínimas que tiene como norte la 
preservación de las garantías que deben estar presente en todo proceso y que 

 
32 GIL (Domingo Antonio), Artículo 69.- Tutela judicial efectiva y debido proceso, en La Constitución comentada (Finjus), 
tercera edición, 2012, p. 188. 
33 Gil, Domingo Antonio. “Artículo 69.- Tutela judicial efectiva y debido proceso”. En: La Constitución comentada, 
Fundación Institucionalidad y Justicia (Finjus), tercera edición, 2012, p. 188. 
34 Ídem. 
35  Ídem. 
36 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0006/14, del 14 de enero de 2014, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc000614. 
37 Ídem. 
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deben ser protegidas por todos los tribunales de la República»38. El Tribunal 
Constitucional no escapa de ese deber. Además, hemos añadido que la tutela 
judicial efectiva y debido proceso se configuran como 
  

un derecho fundamental que pretende el cumplimiento de una serie de 
garantías que permitan a las partes envueltas en un litigio sentir que se 
encuentran en un proceso en el que las reglas del juego son limpias. En 
esencia, estas garantías pueden ser agrupadas en las siguientes: la 
imparcialidad del juez o persona que decide, publicidad del proceso, 
posibilidad de asistencia de abogado, prohibición de las dilaciones 
indebidas y utilización de los medios de prueba disponibles.39  

 
12. En la Sentencia TC/0110/13 juzgamos que la tutela judicial efectiva 
comprende «un contenido complejo que incluye los siguientes aspectos: el 
derecho de acceso a los tribunales; el derecho a obtener una sentencia fundada 
en derecho; el derecho a la efectividad de las resoluciones judiciales; y el 
derecho al recurso legalmente previsto»40. Asimismo, este tribunal indicó que 
 

la tutela judicial efectiva engloba también el derecho a ejecutar las 
decisiones judiciales, tan necesario para que la tutela efectiva sea tal, 
y es, además, cuestión de esencial importancia para dar efectividad a 
la cláusula del estado social y democrático de derecho, que implica, 
entre otras manifestaciones, la vinculación de todos los sujetos al 
ordenamiento jurídico y a las decisiones que adoptan los órganos 
jurisdiccionales, no solo juzgando, sino también haciendo ejecutar lo 
juzgado.41 

 
38 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0472/16, del 18 de octubre de 2016, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc047216. 
39 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0535/15, del 1 de diciembre de 2015, [en línea], 
https://tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc053515. 
40 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0110/13, del 4 de julio de 2013, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc011013. 
41 Ídem. 
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13. En la Sentencia TC/0489/15 abundamos al respecto, indicando que la 
tutela judicial efectiva 
 

es el derecho de toda persona a acceder al sistema judicial y a obtener 
de los tribunales una decisión motivada, no consintiéndose el que por 
parte de [e]stas se pueda sufrir indefensión al no permitírseles ejercer 
las facultades que legalmente tienen reconocidas, como son todos y 
cada uno de los derechos consignados en el referido artículo 69. 
 
8.3.3. Como se aprecia, el derecho a la tutela judicial efectiva es un 
genuino derecho público subjetivo, o sea, de esos que se ejercen frente 
a los órganos del Estado, y más precisamente, s[o]lo puede ser exigible 
frente a la actuación jurisdiccional, por cuanto quien invocare su 
violación deberá probar que el o los tribunales le ocasionaron 
indefensión. 
 
8.3.4. En lo concerniente al alcance de la indicada garantía, cabe 
precisar que el principio de la tutela judicial efectiva puede traducirse 
en la garantía de la libre entrada a los tribunales para la defensa de los 
derechos e intereses frente al poder público, a[u]n cuando la legalidad 
ordinaria no haya reconocido un recurso o acción concreto. Este 
principio implica lógicamente un conjunto de garantías elementales en 
la tramitación de los procesos judiciales, las que han sido establecidas 
en el artículo 69 de la Constitución.42 

 
14. En esa línea, este Tribunal Constitucional reconoció que «la debida 
motivación de las decisiones es una de las garantías del derecho fundamental a 
un debido proceso y de la tutela judicial efectiva»43, que «implica la existencia 
 
42 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0489/15, del 6 de noviembre de 2015, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc048915. 
43 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0017/13, del 20 de febrero de 2013, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc001713. 
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de una correlación entre el motivo invocado, la fundamentación y la propuesta 
de solución»44. De hecho, se trata de una de sus «garantías principales»45. Esto 
porque 
 

mal podría entenderse que las garantías mínimas del debido proceso y 
de la tutela judicial efectiva han sido preservadas en decisiones que 
carecen de motivos o argumentos suficientes, y de las cuales no se puede 
inferir la existencia de un ejercicio ponderado de aplicación de las 
normas al caso objeto de solución.46  

 
15. Por ello, «la tutela judicial efectiva solo puede satisfacer las exigencias 
constitucionales si aparece revestida de caracteres mínimamente razonables y 
ausentes de arbitrariedad»47. El propósito de la debida motivación es, a lo 
menos, doble: 
 

procurar, por un lado, que las partes envueltas en el proceso, así como 
los terceros, conozcan el fundamento de la decisión adoptada, y que el 
mismo sea fruto de la correlación entre la aplicación razonada del 
derecho al caso concreto y el fallo de la resolución exteriorizada en la 
argumentación que se plasma; y[,] por otro lado, que permita un control 
mediante el ejercicio de los recursos dispuestos por ley.48 

 
16. Su importancia ha sido reconocida por la Suprema Corte de Justicia en su 
memorable Resolución 1920-2003, que indica lo siguiente: 
 

 
44 Ídem. 
45 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0265/15, del 16 de septiembre de 2015, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc026515. 
46 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0178/17, del 7 de abril de 2017, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc017817. 
47 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0135/14, del 31 de julio de 2014, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc013514. 
48 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0384/15, del 15 de octubre de 2015, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc038415. 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 50 de 70 

 

La motivación de la sentencia es la fuente de legitimación del juez y de 
su decisión. Permite que la decisión pueda ser objetivamente valorada 
y criticada, garantiza contra el prejuicio y la arbitrariedad, muestra los 
fundamentos de la decisión judicial, facilita el control jurisdiccional en 
ocasión de los recursos; en vista de que la conclusión de una 
controversia judicial se logra mediante la sentencia justa, para lo cual 
se impone a cada juez, incluso con opinión disidente, la obligación de 
justificar los medios de convicción en que la sustenta, constituyendo uno 
de los postulados del debido proceso, la que s[o]lo puede ser lograda 
cuando se incluya una valoración adecuada de las pruebas conforme a 
las reglas de la sana crítica, lo que fortalece la seguridad jurídica a que 
aspiran disfrutar los ciudadanos de manera objetiva.49 

 
17. En la Sentencia TC/0097/16 hicimos nuestro el criterio de la Corte 
Constitucional de Colombia plasmado en su Sentencia T-214/12, de que 
 

[l]a motivación es un derecho constitucional derivado, a su vez, del 
derecho genérico al debido proceso. Esto se explica porque s[o]lo 
mediante la motivación pueden excluirse decisiones arbitrarias por 
parte de los poderes públicos, y porque s[o]lo cuando la persona conoce 
las razones de una decisión puede controvertirla y ejercer así su 
derecho de defensa. En el caso de los jueces de última instancia, la 
motivación es, también, su fuente de legitimación democrática, y el 
control ciudadano se convierte en un valioso medio para corregir 
posturas adoptadas en el pasado y eventualmente injustas o poco 
adecuadas para nuevas circunstancias jurídicas y sociales. 

 
La motivación de los fallos judiciales es un deber de los jueces y un 
derecho fundamental de los ciudadanos, como posición jurídica 

 
49 Suprema Corte de Justicia de la República Dominicana. Resolución número 1920- 2003, del 13 de noviembre de 2003. 
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concreta derivada del debido proceso. Desde el punto de vista del 
operador judicial, la motivación consiste en un ejercicio argumentativo 
por medio del cual el juez establece la interpretación de las 
disposiciones normativas, de una parte, y determina cómo, a partir de 
los elementos de convicción aportados al proceso y la hipótesis de 
hecho que se construye con base en esos elementos, es posible subsumir 
el caso concreto en el supuesto de hecho de una regla jurídica aplicable 
al caso. En el estado constitucional de derecho, la motivación adquiere 
mayor importancia. La incidencia de los derechos fundamentales en 
todas las áreas del derecho y la obligación de los jueces y operadores 
jurídicos de aplicar las reglas legales y/o reglamentarias s[o]lo en la 
medida en que sean conformes con la Carta Política (aspectos 
conocidos en la doctrina constitucional como efecto irradiación, 
interpretación conforme y carácter normativo de la Constitución) 
exigen del juez un ejercicio interpretativo calificado que dé cuenta del 
ajuste entre su interpretación y los mandatos superiores, y que le 
permita, mediante el despliegue de una argumentación que tome en 
cuenta todos los factores relevantes, administrar el pluralismo de los 
principios constitucionales.50 

 
18. En una línea similar, en la Sentencia TC/0178/17 también coincidimos con 
el criterio expuesto por nuestro homólogo colombiano en su Sentencia T-
302/08, de que 
 

en un estado democrático de derecho, en tanto garantía ciudadana, la 
obligación de sustentar y motivar […] las decisiones judiciales, resulta 
vital en el ejercicio de la función jurisdiccional. La necesidad de 
justificar las decisiones judiciales, salvo aquellas en las cuales 
expresamente la ley ha prescindido de este deber, garantiza que sea la 

 
50 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0097/16, del 13 de abril de 2016, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc009716. 
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voluntad de la ley y no la del juez la que defina el conflicto jurídico. En 
este sentido, la motivación de los actos jurisdiccionales[] puede ser 
vista como un componente que refuerza el contenido mínimo del debido 
proceso, dado que constituye una barrera a la arbitrariedad judicial y 
contribuye a garantizar la sujeción del juez al ordenamiento jurídico y 
el posterior control sobre la razonabilidad de la providencia.51 

 
19. En su emblemática Sentencia TC/0009/13, este Tribunal Constitucional 
adoptó el test de la debida motivación, considerando: 
 

a) Que reviste gran importancia que los tribunales no se eximan de 
correlacionar los principios, reglas, normas y jurisprudencia, en 
general, con las premisas lógicas de cada fallo, para evitar la 
vulneración de la garantía constitucional del debido proceso por falta 
de motivación; 
 
b) Que[,] para evitar la falta de motivación en sus sentencias, 
contribuyendo así al afianzamiento de la garantía constitucional de la 
tutela efectiva al debido proceso, los jueces deben, al momento de 
exponer las motivaciones, incluir suficientes razonamientos y 
consideraciones concretas al caso específico objeto de su ponderación; 
y 
 
c) Que también deben correlacionar las premisas lógicas y base 
normativa de cada fallo con los principios, reglas, normas y 
jurisprudencia pertinentes, de forma que las motivaciones resulten 
expresas, claras y completas.52 

 
 
51 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0178/17, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc017817. 
52 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0009/13, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc000913. 
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20. Conforme a este último precedente, el cumplimiento de la debida 
motivación, como concreción de la tutela judicial efectiva, requiere: 
 

a. Desarrollar de forma sistemática los medios en que fundamentan 
sus decisiones; 
 
b. Exponer de forma concreta y precisa cómo se producen la 
valoración de los hechos, las pruebas y el derecho que corresponde 
aplicar; 
 
c. Manifestar las consideraciones pertinentes que permitan 
determinar los razonamientos en que se fundamenta la decisión 
adoptada; 
 
d. Evitar la mera enunciación genérica de principios o la indicación 
de las disposiciones legales que hayan sido violadas o que establezcan 
alguna limitante en el ejercicio de una acción; y 
 
e. Asegurar, finalmente, que la fundamentación de los fallos cumpla 
la función de legitimar las actuaciones de los tribunales frente a la 
sociedad a la que va dirigida la actividad jurisdiccional.53 

 
21. Al hilo de esto, la motivación, además, debe reunir «los siguientes 
elementos: claridad, congruencia[] y lógica, de suerte tal que se constituya en 
una garantía para todo ciudadano de que el fallo que resuelve su causa no sea 
arbitrario y esté fundado en derecho»54. Esto supone que, 
 

 
53 Ídem. 
54 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0367/15, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc036715. 
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para que una sentencia carezca de fundamentación, debe carecer de los 
motivos que justifican el análisis del juez en cuanto a su decisión y las 
razones jurídicas que la determinan, comprendiendo todas las 
cuestiones sometidas a decisión, con una argumentación clara, 
completa, legítima y lógica, así como la aplicación de la normativa 
vigente y aplicable al caso.55  

 
22. De igual forma, indicamos en la Sentencia TC/0090/14 que «la sentencia 
que no contesta las conclusiones presentadas por las partes en el proceso 
adolece de motivación suficiente y, en consecuencia, no cumple con los 
parámetros del debido proceso»56. Así, «motivar una sentencia supone, entre 
otros elementos, darle respuestas fundamentadas en derecho a los pedimentos 
presentados por las partes»57. 
 
23. En fin, que se trata de una obligación que «concierne a todos los jueces en 
las distintas materias»58 y que, además, «constituye uno de los mecanismos de 
legitimación de la actuación de los jueces»59. Así lo hemos dicho: 
 

Es una imposición razonable al juez, enmarcada dentro de la tutela 
judicial efectiva, que los pronunciamientos de la sentencia sean 
congruentes y adecuados con la fundamentación y la parte dispositiva 
de la decisión, debiendo contestar, aún de forma su[c]inta, los 
planteamientos formulados por las partes accionantes, toda vez que lo 
significativo es que los hechos guarden relación con el derecho y que la 
decisión sea proporcionada y congruente con el problema que se 

 
55 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0017/13, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc001713. 
56 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0090/14, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc009014. 
57 Ídem. 
58 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0384/15, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/consultas/secretar%C3%ADa/sentencias/tc038415. 
59 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0130/16, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc013016. 
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resuelve, debiendo conocer las partes los motivos que dieron lugar a la 
decisión.60  

 
2. La sentencia carece de motivación suficiente 
 
24. Tal como indicamos, la recurrente nos solicitaba anular la sentencia del 
tribunal de amparo por entender que la Segunda Sala de la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional era incompetente para 
conocer del amparo, debiendo haber sido conocido por la jurisdicción 
contencioso-administrativa. Si bien la argumentación de la recurrente fue 
precaria —si no nula—, citó dos sentencias del Tribunal Constitucional 
(TC/0079/14 y TC/0120/17) para sostener su pedimento de incompetencia. 
 
25. Para decidir tal pedimento, la mayoría del Pleno afirmó lo siguiente: 
 

Este tribunal constitucional entiende que son correctos los motivos 
desarrollados por el juez a-quo para sustentar la decisión impugnada 
que ordena levantar la alerta migratoria en cuestión, y a pesar de que 
la parte recurrente argumenta que la misma es violatoria y que fue 
decidida por juez incompetente, dichos alegatos y argumentos no 
resultan suficientes para que este pleno revoque la sentencia de que se 
trata como pretende el recurrente. 

 
26. Es decir, la motivación que ha dado la mayoría del Pleno para rechazar el 
medio de incompetencia que propuso la recurrente se contrae, de manera 
puntual, a que «dichas alegaciones y argumentos no resultan suficientes para 
que este pleno [r]evoque la sentencia». Se trata, pues, de una conclusión a la 
que llegó la mayoría sin haberse detenido a explicar mínimamente las razones 
por las que había llegado a ello. 

 
60 Tribunal Constitucional de la República Dominicana. Sentencia TC/0375/16, [en línea], 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/content/sentencia-tc037516. 
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27. Tal como lo advertimos en la deliberación, era imprescindible que el 
Tribunal Constitucional se detuviera en ese argumento —aunque fuera 
brevemente— para rechazarlo indicando por qué la Segunda Sala de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional sí que era 
competente para conocer del amparo y por qué los dos precedentes citados por 
la recurrente no eran aplicables al caso concreto, todo sustentando y 
correlacionando los hechos con el derecho. Al no hacerlo, el propio Tribunal 
Constitucional ha eludido su propia doctrina sobre la debida motivación. 
 
28. Además, la mayoría del Pleno indicó que «no [era] necesario examinar la 
excepción de incompetencia del juez de [amparo], […] pues precisamente su 
conocimiento estaba supeditado a que fuera revocada la referida decisión 
impugnada, lo que no ocurrió en la especie». Esto es incorrecto, pues lo que 
argumentaba la recurrente era precisamente que la sentencia del tribunal de 
amparo debía anularse por haber sido emitida por un tribunal incompetente. 
 
29. En cambio, omitiendo aquella obligación, la mayoría del Pleno decidió 
abundar sobre las alertas migratorias a nivel general, haciendo algunas 
precisiones que, con el debido respeto, no compartimos. Las veremos a 
continuación. 
 
3. La sentencia no conceptualiza adecuadamente respecto de las alertas 
migratorias  
 
30. Luego de haber rechazado el medio de la recurrente sin motivación 
suficiente, la mayoría del Pleno optó por «ampliar y robustecer las motivaciones 
dadas por el tribunal» de amparo, exclusivamente de cara a las alertas 
migratorias, «en virtud de que es de pública notoriedad la incidencia que [e]stas 
han tenido en la sociedad dominicana»; aserto con el que estamos de acuerdo, 
si bien, al avanzar en tal sentido, el Tribunal incurrió en una serie de 
afirmaciones que no suscribimos. Esto se debió, tal como lo advertimos en las 
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deliberaciones, a una inadecuada labor de conceptualización que ha confundido 
el propósito de las alertas migratorias con los impedimentos de salida. 
 
31. Debido a ello, la mayoría del Pleno ha afirmado, de manera categórica, que 
la colocación de alertas migratorias constituye una práctica no conforme con la 
Constitución que transgrede derechos fundamentales, sin haberse detenido en 
su uso correcto ni en las causales excepcionales que justifican su imposición; o 
bien, sin haberse detenido a diferenciar, adecuadamente, lo que son las alertas 
migratorias, en términos jurídicos, y lo que es su uso incorrecto. Así las cosas, 
tememos que estas afirmaciones de la mayoría puedan colocar a la labor de 
persecución de la criminalidad en una situación delicada. 
 
32. Las afirmaciones que ha hecho la mayoría del Pleno, con las cuales no 
coincidimos —ya sea en su totalidad o porque consideramos que se han 
utilizado sin el contexto apropiado—, son, concretamente, las siguientes: 
 

(¶ g): «las llamadas alertas migratorias tienen como propósito impedir 
el libre tránsito de aquel sobre quien pesa, constituyendo, por ende, una 
arbitrariedad de parte de la autoridad que así lo dispone, sin que medie 
una orden judicial al respecto». 
 
(¶ s): «el juez es el único, en virtud del principio de legalidad y de la 
seguridad jurídica, que puede establecer medidas de coerción que 
impidan, entre otras cosas, la salida del territorio nacional». 
 
(¶ w): «La medida de colocar una alerta migratoria administrativamente, 
sin la inmediación de un juez, constituye una abusiva e ilegal sanción 
administrativa, que afecta de manera directa el libre tránsito, es decir[,] 
que solo un tribunal[,] mediante una sentencia motivada, puede ordenar 
el impedimento de salida de una persona de la República Dominicana». 
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(¶ dd): «las alertas migratorias afectan los derechos a la libre 
determinación y tránsito del accionante, […] pues no se encuentran 
sustentadas en la Constitución ni en el ordenamiento jurídico 
dominicano, por lo cual resulta una medida arbitraria e ilegítima, sobre 
todo inconstitucional». 
 
(¶ ff): «las alertas migratorias atentan contra el principio de presunción 
de inocencia, el cual está ligado estrechamente al debido proceso, la 
tutela judicial efectiva y el derecho de defensa». 
 
(¶ hh): «las llamadas alertas migratorias colocadas por entes públicos no 
autorizados ni por la Constitución y las leyes, como instrumento contra 
personas, han constituido una práctica utilizada a menudo, sin 
fundamento constitucional ni base legal, lo cual, como ha quedado 
establecido, atenta contra la seguridad jurídica, el debido proceso, la 
tutela efectiva, derecho al libre tránsito, derecho de defensa y la 
presunción de inocencia de los que resultan afectados de dicha mala 
práctica». 

 
33. Concurrimos con el criterio de la mayoría en el sentido de que no es 
jurídicamente plausible la colocación de una alerta migratoria sin que exista un 
trasfondo o componente judicial, pero diferimos de las afirmaciones tendentes 
a establecer: (1) que las alertas migratorias precisan siempre de una orden 
judicial, (2) que su propósito es impedir la salida o entrada de una persona al 
país o (3) que no tienen sustento jurídico alguno. Una cosa es lo que son —
conceptual, jurídica y legalmente— y otra cosa es su uso incorrecto, como ha 
sucedido con este caso. 
 
34. Para abordar el asunto en mayor detalle, distinguiremos los impedimentos 
de salida, como medida de coerción (§ 3.2), de las alertas migratorias, para así 
poder definir ambas y poder resaltar cuándo estas últimas son utilizadas 
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correctamente y cuándo no (§ 3.3). Pero primero, veamos algunas líneas sobre 
las medidas de coerción (§ 3.1). 
 
3.1. Las medidas de coerción 
 
35. Las medidas de coerción están configuradas en la ley que consagra el 
Código Procesal Penal, núm. 76-02, modificada por la Ley 10-15, 
específicamente en su Libro V y puntualmente en los artículos 223, 224, 225, 
226 y 243. Podemos identificarlas: citación, arresto, garantía económica, 
impedimento de salida, sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o 
institución, presentación periódica, colocación de localizadores electrónicos, 
arresto domiciliario, prisión preventiva y, finalmente, embargo, inscripción de 
hipoteca judicial y otras medidas conservatorias previstas por la ley civil.  
 
36. La magistrada emérita, Jiménez Martínez, subraya que «el objeto del 
proceso penal pudiera verse entorpecido en su desarrollo por actuaciones 
propias del imputado, quien podría sustraerse del mismo. De ahí surgen las 
medidas […] de coerción»61. En una línea similar lo hace Pellerano Gómez: 
 

Para llegar a la celebración del juicio oral[,] que es el fin principal del 
proceso penal, es necesario agotar un largo período que corresponde 
al procedimiento preparatorio que parte de las primeras diligencias de 
la puesta en movimiento de la acción penal e implica, igualmente, 
cumplir los actos de la investigación para rematar en la audiencia 
preliminar al juicio[;] período en el cual el imputado puede evadir la 
acción de la justicia e[,] inclusive, impedir ser juzgado. Las medidas de 
coerción […], también llamadas medidas cautelares, tienden a conjurar 
esos eventuales actos evasivos.62 

 
61  JIMÉNEZ MARTÍNEZ (Katia Miguelina). Las medidas de coerción personales: Un enfoque desde la teoría a la 
práctica. Santo Domingo, 2012, p. 31. 
62 PELLERANO GÓMEZ (Juan). Derecho procesal penal. Pellerano & Herrera: Santo Domingo, República Dominicana, 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 60 de 70 

 

37. Cuellar Cruz define las medidas de coerción o cautelares como 
 

aquellas que pueden adoptarse motivadamente por el órgano 
jurisdiccional, u otra autoridad competente en casos excepcionales, 
contra un presunto responsable de un hecho delictivo al estimarse dos 
aspectos esenciales: por una parte, la existencia de una imputación 
basada en la constatación objetiva de un hecho típico y en la 
probabilidad razonable de quien sea su autor; y, por otra, en la fundada 
posibilidad de ocultación personal o patrimonial del imputado en el 
curso del procedimiento penal. Teniendo como finalidad única y 
legítima, el garantizar los efectos penales y civiles de una futura 
sentencia condenatoria.63 

 
38. Por su parte, la Suprema Corte de Justicia ha dicho que «las medidas de 
coerción […] constituyen un moderno mecanismo judicial cuyo objetivo es 
disponer, durante un tiempo determinado, un tratamiento de control preventivo 
adecuado a las diferentes personas investigadas en relación a su alegada 
participación en hechos punibles»64. 
 
39. Dado el asunto que nos compete, nos enfocaremos, concretamente, en el 
impedimento de salida y el arresto. 
 
3.2. El impedimento de salida 
 
40. El impedimento de salida es una medida de coerción que el juez le impone 
al imputado con el propósito de que no salga del país y, por tanto, de que no se 
ausente del proceso penal seguido en su contra. «Consiste en la imposibilidad, 
por orden judicial, de abandonar el territorio de la nación por un período de 
 
2005, p. 153. 
63 CUÉLLAR CRUZ (Rigoberto). “Las medidas cautelares en el nuevo proceso penal”, Cuadernos de Estudios Judiciales 
«Rafael Alvarado Manzano»: Tegucigalpa, Honduras, 2001, p. 5. 
64 Suprema Corte de Justicia de la República Dominicana. Sentencia 8, del 21 de diciembre de 2004, B. J. 1129.  
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tiempo determinado, […] cuyo propósito es sujetar al imputado al 
procedimiento que se investiga, como forma de contrarrestar el peligro de 
fuga»65. 
 
41. El impedimento de salida está configurado en los artículos 100 y 226 del 
Código Procesal Penal, modificados por la Ley 10-15. Por un lado, el artículo 
266 lo contempla como una medida que coloca el juez a requerimiento del 
Ministerio Público y/o del querellante, luego de haber escuchado al imputado66. 
Es una clásica medida de coerción «que puede afectar a los imputados de la 
comisión de un hecho penalmente punible, lo que significa que: s[o]lo podrá ser 
impuesta por un juez, a solicitud del ministerio público o del querellante»67. 
Supone, por tanto, que el imputado ha sido presentado ante un juez y que, si 
intenta salir del país, la autoridad migratoria simplemente le manifiesta la 
imposibilidad de dejarlo viajar. Tal cual como se deduce de su nombre, no es 
otra cosa que un obstáculo a la libertad de tránsito. 
 
42. Por otro lado, el artículo 100 contempla el impedimento de salida como 
una medida complementaria a la declaratoria de rebeldía del imputado. Es decir, 
«cuando el imputado no comparece a una citación sin justificación, se fuga del 
establecimiento donde está detenido o se ausenta de su domicilio real con el 
propósito de sustraerse al procedimiento»68. En este escenario, la declaratoria 
de rebeldía —su finalidad— persigue que el imputado sea arrestado. Así, para 
evitar que el imputado se ausente del proceso penal, el referido artículo 100 
contempla que el juez pronuncie el impedimento de salida del imputado, pero 
siempre junto con su orden de arresto. 
 

 
65 JIMÉNEZ MARTÍNEZ (Katia Miguelina), ob. cit., p. 168. 
66 Ley n.º 10-15, que introduce modificaciones a la Ley núm. 76-02, que establece el Código Procesal Penal de la República 
Dominicana, artículo 226, p. 23, [en línea], https://biblioteca.enj.org/handle/123456789/80076. 
67 PELLERANO GÓMEZ (Juan). ob. cit., p. 184. 
68 Ley n.º 10-15, que introduce modificaciones a la Ley núm. 76-02, que establece el Código Procesal Penal de la República 
Dominicana, artículo 100, p. 12, [en línea], https://biblioteca.enj.org/handle/123456789/80076. 
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43. Como se aprecia de ambas situaciones, el impedimento de salida no tiene 
como propósito el arresto del imputado. Su fin no es una restricción absoluta de 
la libertad de tránsito. Su objetivo es simplemente mantener al imputado dentro 
del país. Si bien en la rebeldía sí que se persigue el arresto, aquello es una 
consecuencia de la propia orden de arresto y no del impedimento de salida. 
 
3.3. La alerta migratoria 
 
44.  La mayoría del Pleno acierta al afirmar que la «alerta migratoria» no es 
una medida o figura contemplada con ese nombre en el ordenamiento jurídico 
dominicano. De hecho, en la práctica también se le conoce como «tirilla». Sin 
embargo, diferimos de la mayoría del Pleno en el sentido de que —como ya 
señalamos antes— la alerta migratoria sea una figura que requiera, para su 
validez, de una regulación normativa que es ahora inexistente. Si se ausculta 
bien, la alerta migratoria no es más que un trámite tendente al arresto y, en esa 
medida, halla su regulación en esa figura. Lo veremos enseguida. 
 
45. A diferencia del impedimento de salida, la «alerta migratoria», realmente, 
no es otra cosa que la advertencia que las autoridades del sistema de justicia 
hacen a las autoridades migratorias de que una persona debe ser arrestada. Así, 
la «alerta migratoria» no persigue la colocación de un impedimento de salida, 
como lo ha interpretado la mayoría del Pleno, sino una solicitud de colaboración 
interinstitucional entre las autoridades del orden para que, en caso de que una 
persona pretenda salir del país, sea arrestada. En vista de ello, la regulación 
normativa de las «alertas migratorias» no es inexistente: es la misma que rige 
al arresto. 
 
46. El artículo 225 del Código Procesal Penal, modificado por la ley número 
10-15, indica lo siguiente: 
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El juez, a solicitud del ministerio público, puede ordenar el arresto de 
una persona cuando: 
 
1) Es necesaria su presencia y existen elementos suficientes para 
sostener, razonablemente, que es autor o cómplice de una infracción, 
que puede ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar; 
 
2) Después de ser citada a comparecer no lo hace y es necesaria su 
presencia durante la investigación o conocimiento de una infracción. 
 
El arresto no puede prolongarse más allá del agotamiento de la 
diligencia o actuación que lo motiva. Si el ministerio público estima que 
la persona debe quedar sujeta a otra medida de coerción, así lo solicita 
al juez en un plazo máximo de cuarenta y ocho horas, quien resuelve en 
una audiencia. En caso contrario, dispone su libertad inmediata. […]69 

 
47. Asimismo, el artículo 224 del Código Procesal Penal, también modificado 
por la ley número 10-15, dispone lo que sigue: 
 

La policía debe proceder al arresto de una persona cuando una orden 
judicial así lo ordene. La policía no necesita orden judicial cuando el 
imputado: 
 
1) Es sorprendido en el momento de cometer el hecho punible o 
inmediatamente después, o mientras es perseguido, o cuando tiene 
objetos o presenta rastros que hacen presumir razonablemente que 
acaba de participar en una infracción; 
 

 
69 Ley n.º 10-15, que introduce modificaciones a la Ley núm. 76-02, que establece el Código Procesal Penal de la República 
Dominicana, artículo 225, p. 49, [en línea], https://biblioteca.enj.org/handle/123456789/80076. 
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2) Se ha evadido de un establecimiento penal o centro de detención, 
o del lugar donde deba cumplir el arresto domiciliario; 
 
3) Tiene en su poder objetos, armas, instrumentos, evidencias o 
papeles que hacen presumir razonablemente que es autor o cómplice de 
una infracción y que puede ocultarse, fugarse o ausentarse del lugar; 
 
4) Ha incumplido la regla de la suspensión condicional del 
procedimiento o la orden de protección que se le haya impuesto; 
 
5) Ha incumplido la medida prevista en el numeral 5) del Artículo 
226 consistente en la colocación de un localizador electrónico; 
 
6) Si habiéndosele colocado la medida establecida en el numeral 2) 
del Artículo 226 intenta salir del país. 
 
En el caso del numeral 1) de este Artículo, si la búsqueda o persecución 
ha sido interrumpida, se requiere orden judicial. […] 
 
La autoridad policial que practique el arresto de una persona debe 
ponerla, sin demora, a la orden del ministerio público, para que éste, si 
lo estima pertinente, disponga directamente su puesta en libertad o 
solicite al juez la medida de coerción que corresponda para asegurar 
la presencia del imputado en el procedimiento, evitar la destrucción de 
prueba relevante para la investigación, proteger a la víctima o los 
testigos del proceso. La solicitud del ministerio público debe formularse 
luego de realizar las diligencias indispensables y, en todo caso, dentro 
de las cuarenta y ocho horas contadas a partir del arresto. 
 
En todos los casos el ministerio público debe examinar las condiciones 
en que se realiza el arresto. Si el arresto no resulta conforme con las 
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disposiciones de la ley, dispone la libertad inmediata de la persona y en 
su caso vela por la aplicación de las sanciones disciplinarias que 
correspondan. […]70 

 
48. Marquiset define el arresto como «el acto material de la aprehensión de un 
individuo para ponerlo a disposición de la justicia, ejecutado sea por orden de 
la ley, sea por decisión judicial o administrativa»71. La rápida conclusión a la 
que puede llegarse es que, a diferencia del impedimento de salida, que debe 
siempre ser ordenado judicialmente luego de haber escuchado a las partes, la 
orden de arresto se emite en ausencia del imputado e, incluso, puede tener lugar 
sin orden judicial. Es la única medida de coerción que contempla aquella 
excepción, esto es, la posibilidad de materializarse —bajo escenarios puntuales, 
cabe resaltar— sin orden judicial: 
 

Esta medida presenta dos particularidades[:] primero, puede ser 
tomada por una autoridad o persona distinta a la jurisdiccional 
competente para disponer el arresto, esto es, el ministerio público, la 
policía y los particulares[;] y, segundo, es una medida de corta 
duración[.]72 

 
49. Por el carácter «provisionalísimo»73 de la privación de libertad, Llarena 
Conde, juez del Tribunal Supremo de España, recalca que el arresto es incluso 
considerado por algunos, no como una medida de coerción o cautelar en sí, sino 
como una «medida precautelar»74. Independientemente de ello, no deja de 
tratarse como una medida de coerción a la que le aplican los mismos requisitos 

 
70 Ley n.º 10-15, que introduce modificaciones a la Ley núm. 76-02, que establece el Código Procesal Penal de la República 
Dominicana, artículo 224, pp. 21-48, [en línea], https://biblioteca.enj.org/handle/123456789/80076. 
71 MARQUISET (Jean), Arrestation, en Dalloz Encyclopedie Juridique, Repertoire de Droit Crimminel et de Procedure 
Pénale, Tomo I, A-E. Dalloz, Paris, 1953, p. 153. 
72 PELLERANO GÓMEZ (Juan), ob. cit., p. 157. 
73 LLARENA CONDE (Pablo), «Medidas de coerción», en Derecho Procesal Penal, Escuela Nacional de la Judicatura: 
Santo Domingo, República Dominicana, 2006, pp. 199-200. 
74 Ídem. 
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materiales y formales, «salvo el principio de jurisdiccionalidad, pues […] puede 
ser practicado, también, por funcionarios policiales e incluso, bajo determinadas 
condiciones, por los particulares»75. Es decir, el arresto «puede ser practicado 
sin previa orden judicial, aunque solo en aquellos casos tasados previstos en la 
ley»76. En ese escenario, «la actuación tiene un único fin[:] poner 
inmediatamente al arrestado a disposición de la justicia»77. 
 
50. La alerta migratoria se trata, pues, de un trámite práctico para materializar 
un arresto, y no una figura procesal carente de regulación normativa, como ha 
confundido la mayoría del Pleno. En cuanto se configure una de las causales 
contenidas por los referidos artículos 224 y 225 del Código Procesal Penal, las 
autoridades del sistema de justicia están habilitadas para solicitar a las 
autoridades migratorias que procedan con el arresto del imputado. Y eso se hace 
a través de una alerta migratoria, tirilla, o carta o instancia o pedimento de 
colaboración, sea como sea que se le quiera llamar en la práctica. 
 
51. Como se puede deducir fácilmente, a una persona que está siendo buscada 
por las autoridades del sistema de justicia no se le puede colocar una medida de 
coerción consistente en un impedimento de salida, pues para ello se requiere 
que ya haya sido presentada previamente ante un juez. Entonces, ¿qué deben 
hacer las autoridades para evitar que salga del país una persona que está siendo 
buscada para someterla a la justicia? La respuesta es tan sencilla como procurar 
una orden judicial de arresto, al tenor de los artículos 224 y 225 del Código 
Procesal Penal, modificados por la ley número 10-15, y tramitarla a las 
autoridades migratorias. Todo esto a través de una solicitud de colocación de 
una alerta migratoria. ¿Es acaso ese trámite ilegal o inconstitucional? Ni cerca. 
Sin embargo, las afirmaciones que ha hecho la mayoría del Pleno con esta 

 
75 Ídem. 
76 Ídem. 
77 Pellerano Gómez, Juan, ob. cit., p. 158. 



 

 

República Dominicana 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

 

Expediente núm. TC-05-2022-0028, relativo al recurso de revisión constitucional de sentencia de amparo incoado por la Policía 
Nacional contra la Sentencia núm. 040-2021-SSEN-00148, dictada por la Segunda Sala de la Cámara Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional el doce (12) de agosto del año dos mil veintiuno (2021). 

Página 67 de 70 

 

sentencia parecen sugerir que sí lo es, y no hace un esfuerzo mínimo en 
conceptualizar cuándo la alerta migratoria es utilizada adecuadamente. 
 
52. Imaginemos otro escenario. Supongamos que a una persona se le impuso, 
como medida de coerción, la colocación de un localizador electrónico y que esta 
se lo ha removido en franco incumplimiento de las reglas establecidas por el 
juez penal. El artículo 224.5 del Código Procesal Penal, modificado por la ley 
número 10-15, habilita a la policía a arrestar al imputado, incluso sin orden 
judicial. Entonces, ¿qué deben hacer las autoridades para evitar que salga del 
país una persona perseguida penalmente que, al desconectarse el localizador 
electrónico, no puede ser ubicada? De nuevo, la respuesta es tan sencilla como 
solicitarles a las autoridades migratorias que procedan con el arresto del 
imputado y su entrega al Ministerio Público, al tenor del cuarto párrafo del 
referido artículo 224 del Código Procesal Penal. ¿Y cómo lo hacen? A través 
de una alerta migratoria. 
 
53. Por supuesto, de más está decir que la Dirección General de Migración, 
dependiente del Ministerio de Interior y Policía, puede efectuar arrestos en los 
escenarios puntuales que describe el Código Procesal Penal. Así lo reconoce el 
artículo 6 de la Ley General de Migración, núm. 285-04, al describir sus 
funciones: 
 

1) Controlar la entrada y salida de pasajeros del país; […] 
 
13) Inspeccionar los medios de transporte internacional, para verificar 
el cumplimiento de las normas vigentes relacionadas con la entrada y 
salida del país de nacionales, extranjeros y tripulantes, documentando 
las infracciones pertinentes; […] 
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15) Instrumentar los expedientes relativos a las infracciones previstas 
en la ley, procediendo a hacer los sometimientos ante las autoridades 
judiciales correspondientes, si fuere de lugar; […] 
 
19) Requerir la asistencia de las autoridades militares y policiales 
nacionales, para el cumplimiento de las funciones de control migratorio 
de entrada, permanencia y salida de personas, cuando no pueda ser 
satisfecha por el personal militar y policial dependiente de la Dirección 
General de Migración.78 

 
54. De esta manera, podemos ver que las llamadas alertas migratorias no son 
otra cosa que una diligencia interinstitucional para procurar el arresto de una 
persona, tal cual como lo contemplan los artículos 224 y 225 del Código 
Procesal Penal, modificados por la Ley 10-15. Su uso no solo es válido, legal, 
conforme con la Constitución y, por tanto, permitido, sino que dicho mecanismo 
es imprescindible para una correcta labor de persecución de la delincuencia. Es 
tal, que incluso ha sido una práctica común que algunos tribunales penales sean 
los que soliciten a la autoridad migratoria la colocación de alertas con base en 
las órdenes de arresto que propiamente expiden. 
 
55. Ahora bien, esto no quiere decir que, en la práctica, algunos actores del 
sistema de justicia utilicen las alertas migratorias incorrectamente, en violación 
de la Constitución, de la ley y de los derechos fundamentales. Basta con que se 
utilicen al margen de los artículos 224 y 225 del Código Procesal Penal, o como 
un sinónimo de un impedimento de salida, en desconocimiento de todo esto que 
hemos abordado. 
 

 
78 Ley n.º 285-04, general de migración, pp. 5-6, [en línea], 
https://mip.gob.do/transparencia/images/docs/Publicaciones_Oficiales/Libros_y_Revistas/Ley%20de%20Migraci%C3%B
3n/LEY%20DE%20MIGRACION.pdf. 
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56. De hecho, la procuradora general de la República, Miriam Germán Brito, 
en una nota aclaratoria sobre su posición respecto de las alertas migratorias, fue 
cuidadosa al precisar su inconformidad con su uso incorrecto, equiparado a los 
impedimentos de salida, más que su ilegalidad o inconstitucionalidad. Dijo lo 
siguiente: 
 

[H]e fijado con claridad mi postura sobre las denominadas “alertas 
migratorias” en la forma en que se han venido siendo utilizadas en la 
historia reciente de [la] institución, al considerarlas reales 
impedimentos de salida en violación al debido proceso[ …] 
 
En esa reunión reiteré que las alertas, que a fin de cuentas devenían en 
un real impedimento, estaban eliminadas, que no eran posibles en 
nuestra legislación actual; […] 
 
Les expresé claro que el proceder mencionado antes[,] de 
impedimentos de salida colocados administrativamente[,] solo era 
posible si la ley fuera modificada en este aspecto.79 

 
57. Este caso que nos ocupa es un clarísimo ejemplo de ello. La Interpol ha 
colocado una alerta migratoria en contra de una persona y la ha utilizado como 
un impedimento de salida, en lugar de lo que es: una diligencia para procurar el 
arresto de una persona que tiene intenciones de salir del país. Además, no ha 
aportado ninguna prueba que demuestre la existencia de ninguna causal que 
amerite el arresto del accionante. Al hacerlo de esa forma, ha violado sus 
derechos fundamentales y era rol del juez de amparo —como bien lo hizo— 
subsanarlos. 
 

 
79 Procuraduría General de la República. Procuradora Germán Brito toma medidas para evitar las alertas migratorias por 
parte del Ministerio Público. 2021, junio 28, [en línea], https://pgr.gob.do/procuradora-german-brito-toma-medidas-para-
evitar-las-alertas-migratorias-por-parte-del-ministerio-publico/ 
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58. En fin, que los pronunciamientos que ha hecho la mayoría del Pleno 
respecto de las alertas migratorias, sin haber realizado estas necesarias 
conceptualizaciones y precisiones, ponen en tela de juicio el accionar adecuado 
de las autoridades del sistema de justicia cuando procuran el arresto de una 
persona que pretende salir del país. Era imprescindible que la mayoría del Pleno 
se detuviera a considerar las alertas migratorias en toda su dimensión, en vez de 
encasillarlas en su conjunto como una práctica inconstitucional, que no lo es. 
Por estas razones, discrepamos respetuosamente y salvamos nuestro voto en 
este aspecto. 

 
Firmado: Justo Pedro Castellanos Khoury, juez.  

 
La presente sentencia es dada y firmada por los señores jueces del Tribunal 
Constitucional que anteceden, en la sesión del Pleno celebrada el día, mes y año 
anteriormente expresados, y publicada por mí, secretaria del Tribunal 
Constitucional, que certifico. 
 

Grace A. Ventura Rondón 
Secretaria 


